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1. Comunicación:

-Del Diputado señor Palma, don Joaquín, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 57 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días, a contar del 30 de enero en curso para dirigirse a Europa.

2. Oficio:

-Del Presidente de las Comisiones Unidas de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y de Familia, por el cual solicita el asentimiento de la Sala de la Corporación para ampliar en 60 días el plazo para estudiar la colaboración que los distintos organismos públicos competentes han prestado en el éxito de las investigaciones judiciales relativas a la ex Colonia Dignidad. 

I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (68)

NOMBRE (Partido* Región Distrito)

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro RN VII 38

Ascencio Mansilla, Gabriel PDC X 58

Bustos Huerta, Manuel PDC RM 17

Bustos Ramírez, Juan PS V 12

Caraball Martínez, Eliana PDC RM 27

Cardemil Herrera, Alberto RN RM 22

Ceroni Fuentes, Guillermo PPD VII 40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio PDC V 11

Correa De la Cerda, Sergio UDI VII 36

Cristi Marfil, María Angélica RN RM 24

Delmastro Naso, Roberto IND X 53

Díaz Del Río, Eduardo DEL SUR IX 51

Dittborn Cordua, Julio UDI RM 23

Elgueta Barrientos, Sergio PDC X 57

Fossa Rojas, Haroldo RN VIII 46

Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49

García García, René Manuel RN IX 52

García Ruminot, José RN IX 50

González Román, Rosa IND I 1

Gutiérrez Román, Homero PDC VII 37

Guzmán Mena, Pía RN RM 23

Hernández Saffirio, Miguel PDC IX 49

Huenchumilla Jaramillo, Francisco PDC IX 50

Jaramillo Becker, Enrique PPD X 54

Jeame Barrueto, Víctor PPD VIII 43

Jiménez Villavicencio, Jaime PDC RM 31

Kuschel Silva, Carlos Ignacio RN X 57

Leal Labrín, Antonio PPD III 5

Longton Guerrero, Arturo RN V 12

Martínez Ocamica, Gutenberg PDC RM 21

Melero Abaroa, Patricio UDI RM 16

Monge Sánchez, Luis IND IX 48

Montes Cisternas, Carlos PS RM 26

Mora Longa, Waldo PDC II 3

Moreira Barros, Iván UDI RM 27

Mulet Martínez, Jaime PDC III 6

Muñoz Aburto, Pedro PS XII 60

Naranjo Ortiz, Jaime PS VII 39

Núñez Valenzuela, Juan PDC VI 34

Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55

Olivares Zepeda, Carlos PDC RM 18

Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25

Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44

Palma Irarrázaval, Andrés PDC RM 25

Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7

Paya Mira, Darío UDI RM 28

Pérez San Martín, Lily RN RM 26

Pollarolo Villa, Fanny PS II 3

Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56

Rincón González, Ricardo PDC VI 33

Rocha Manrique, Jaime PRSD VIII 46

Rojas Molina, Manuel UDI II 4

Saa Díaz, María Antonieta PPD RM 17

Salas De la Fuente, Edmundo PDC VIII 45

Sciaraffia Estrada, Antonella PDC I 2

Seguel Molina, Rodolfo PDC RM 28

Silva Ortiz, Exequiel PDC X 53

Soto González, Laura PPD V 14

Tuma Zedan, Eugenio PPD IX 51

Ulloa Aguillón, Jorge UDI VIII 43

Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4

Van Rysselberghe Varela, Enrique UDI VIII 44

Vargas Lyng, Alfonso RN V 10

Velasco De la Cerda, Sergio PDC V 15

Venegas Rubio, Samuel IND V 15

Vilches Guzmán, Carlos RN III 5

Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48

Walker Prieto, Patricio PDC IV 8

-Asistió, además, el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Jorge Leiva.

 

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.39 horas.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

III. ACTAS

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El acta de la sesión 30ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 31ª queda a disposición de los señores diputados.

 

IV. CUENTA

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

ENVÍO DE OFICIOS DE PARLAMENTO JUVENIL.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Como es de conocimiento de la Sala, el 12 de enero pasado se dio cuenta de los acuerdos del Parlamento Juvenil, el cual solicita a esta Corporación enviar, en nuestro nombre, determinados oficios a distintos Ministerios y uno a la Comisión de Educación.

Si le parece a la Sala, así se acordará.

Acordado.

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Mora.

El señor MORA.- Señor Presidente, solicito autorización para que la Comisión especial investigadora relacionada con la crisis energética y el racionamiento de la energía eléctrica, sesione en forma simultánea con la Sala, porque debe entregar el informe y los plazos están vencidos.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se acordará.

Acordado.

PRÓRROGA DE PLAZO A COMISIONES UNIDAS.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de las Comisiones Unidas de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y de Familia, para ampliar en sesenta días el plazo para estudiar la colaboración que los distintos organismos públicos competentes han prestado en el éxito de las investigaciones judiciales relativas a la ex Colonia Dignidad.

Acordado 

PERMISO CONSTITUCIONAL.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para otorgar el permiso constitucional pedido por el Diputado señor Joaquín Palma para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días, a contar del 30 de enero en curso.

Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

SALVAGUARDIAS A DISTORSIONES DE PRECIOS DE IMPORTACIONES. Primer trámite constitucional. (Continuación).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde continuar la discusión general y particular del proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley relativa a distorsiones de precios en las importaciones, para establecer un procedimiento de salvaguardias conforme al Acuerdo de Marrakech.

Según lo acordado, habrá una hora para el debate de este proyecto y otra para el siguiente. Ambos se votarán al término del Orden del Día, es decir, a las 12.45 horas.

Tiene la palabra el Diputado señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, solicito que recabe la unanimidad de los señores diputados para autorizar el ingreso a la Sala de los representantes de Gobierno, porque es un proyecto bastante técnico y es importante contar con su opinión.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito la unanimidad de los señores diputados para que ingresen a la Sala el Director de Relaciones Económicas de la Cancillería, don Alejandro Jara Puga, y la asesora del Ministerio de Hacienda, doña María Eugenia Wagner.

Si le parece a la Sala, así se acordará.

Acordado.

Tiene la palabra el Diputado señor Eugenio Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el carácter técnico del proyecto exige precisar con claridad sus alcances y objetivos para determinar los efectos que puede tener en nuestra economía.

La incorporación de medidas de salvaguardias en nuestra legislación no es otra cosa que dotar a Chile de un instrumento aplicado generalizadamente por los distintos países del mundo en el marco del Gatt y de los acuerdos complementarios.

No se trata de establecer aranceles diferenciados en forma encubierta. Las salvaguardias no son medidas para efectuar reconversión productiva de sectores de la economía que se encuentran deprimidos, como algunas organizaciones gremiales y parlamentarios lo han sugerido. Nadie ha pensado que a través de la incorporación de este instrumento, Chile deba retroceder en el proceso de liberalización económica que ha iniciado con éxito desde hace ya más de una década. Pero tampoco se trata de transformar a Chile en el país más fanático e integrista del proceso de apertura que experimentan los mercados, negándonos, sin justificación alguna, a utilizar un instrumento ampliamente reconocido y utilizado por las economías en el mundo.

Incorporar las salvaguardias -como una medida de protección frente al ingreso de grandes volúmenes de productos cuyos precios están distorsionados por razones estacionales, y que dañan o pueden dañar seriamente a un sector de la economía- significa dotar al país de una herramienta transparente en el marco de los acuerdos y de la institucionalidad de libre comercio que regula a los principales mercados del planeta.

De hecho, la discusión en el Parlamento sobre la incorporación de una medida de protección legitimada ampliamente en los países signatarios del Gatt otorga mayor transparencia a nuestras decisiones en lo referido a las medidas de protección económica, puesto que éstas se aplican según la regla ya conocida por todos los países; podrá ser reclamada e investigada a través de la institucionalidad que contempla la OMC y, del mismo modo, Chile podrá invocar reciprocidad en la aplicación de la normativa internacional hacia los países que apliquen medidas de salvaguardias a productos chilenos.

Es muy importante precisar que se trata de un instrumento que permite actuar frente a situaciones transitorias. En el caso de Chile se ha optado por el plazo de un año, prorrogable por un período que no exceda un año, y por una sola vez. Ello, por cuanto la aplicación de plazos superiores conlleva el otorgamiento de compensaciones a los países que serán afectados por esta medida. Esto quiere decir que si Chile hubiese optado por la aplicación del plazo máximo contemplado por la OMC -cuatro años prorrogables por una vez-, por el mismo período o cualquiera otro superior a tres años, debería contemplar automáticamente compensaciones en otras ramas de la economía.

En la Comisión de Economía, el Diputado señor Patricio Hales, en su legítimo derecho -comprendo la inquietud de defender a los sectores productivos manufactureros para ampliar este plazo de un año a dos y luego renovarlo por otros dos-, planteaba ampliar el plazo por las posibilidades de reconversión que pudiesen tener determinados sectores. Sin embargo, creemos que una medida de cuatro años es contradictoria con el objetivo del proyecto, cual es, precisamente, ayudar a esos sectores, porque mientras más largo sea el plazo, menores posibilidades tendrá la Comisión de Distorsiones de aplicar una medida, o habrá mayor resistencia para aplicarla.

Un año es un plazo técnicamente factible para corregir la distorsión que se produce por una estacionalidad en un período determinado. Por lo demás, las experiencias respecto de internación de productos por razones de estacionalidad no van más allá de tres o seis meses; nunca ha sido por más de un año.

Por lo tanto, ya no se trataría de aplicar sólo una medida de protección, sino también una de perjuicio a otros sectores de la economía, porque esto tiene un costo. Si el otorgamiento de una salvaguardia a una rama de la producción se traduce en un castigo para otra, en buenas cuentas, su costo se lo aplicamos a otro sector de la economía.

También debemos considerar que el uso del período inhibe su aplicación durante igual número de años, de manera tal que si se optara por una medida durante cuatro, cinco u ocho años, posteriormente no se podría volver a aplicar durante el mismo lapso, conforme con los acuerdos internacionales firmados por Chile. En todo caso, si un sector requiriera la aplicación de medidas por un período tan prolongado, estaríamos frente a la necesidad de incorporar transformaciones productivas estructurales, lo que no constituye el objetivo de este instrumento. Tenemos otros instrumentos para ello.

Reitero, la naturaleza de la medida es enfrentar los efectos de distorsiones temporales que no se originan en prácticas desleales, sino, más bien, en el aprovechamiento de situaciones estacionales, caso típico en la agricultura, sector donde algunos productos son muy sensibles a las variaciones en períodos de crisis.

También es importante recordar que el daño causado por estas variaciones compromete muchas veces en forma definitiva a todo un sector de la economía. No parece razonable, ni justo, ni adecuado para nuestra estrategia de desarrollo competitivo que nuestras ramas de la economía, que realizan grandes esfuerzos por ingresar o mantenerse en los mercados internacionales, puedan ser eliminadas por una condición estacional que permite el ingreso -y esto hay que repetirlo muchas veces- de volúmenes significativos de productos y con precios distorsionados, que comprometen o amenazan gravemente a un sector de la economía.

Por eso se justifica plenamente la urgencia de aprobar un instrumento legislativo como el que estamos discutiendo.

Otra característica de esta medida es que puede ser aplicada en forma preventiva cuando se ha iniciado la investigación y se han comprobado indicios de las condiciones ya descritas. Los actuales instrumentos de que Chile dispone para enfrentar prácticas desleales -como los derechos compensatorios y el antidumping, que sólo se pueden aplicar después de 60 días de iniciada la investigación- no contemplan esta herramienta, que, por lo demás, la estamos estableciendo sin un techo en los niveles de sobretasa, sino que sólo está acotada por las normas internacionales y los tratados de libre comercio. Esto permitirá su aplicación en forma eficaz y no será una simulación de protección para satisfacer a un sector de la economía, sin resultados concretos.

Nadie ha afirmado que éste sea el único sistema de protección que pueda aplicar un país; por cierto que no. De hecho, los países con economías más fuertes poseen una institucionalidad bastante más compleja y mayor experiencia en esta área. No es posible copiar automáticamente estos instrumentos, cuya existencia en otros países justifica la necesidad que tiene una pequeña economía como la nuestra de considerar una normativa legal para neutralizar las distorsiones y amenazas que deben enfrentar los sectores productivos de un país, las que pueden comprometer su desarrollo y permanencia en el mercado.

Por último, no puedo dejar de mencionar que con esta iniciativa el Gobierno ha dado cumplimiento a un acuerdo con el Parlamento, originado en la tramitación del proyecto de ley que estableció rebajas arancelarias. Muchas veces hemos demandado del Ejecutivo una actitud como la que han adoptado el Presidente de la República y el Ministro de Hacienda, por lo que es justo reconocerla y promover su extensión en todos los ministerios.

Probablemente, esta medida se aplicará de manera muy excepcional, tanto por la competitividad de nuestra economía como por la corrección que a nivel internacional requiere el intercambio comercial. Pero debemos recordar que la protección de un sector económico significa directamente la defensa del empleo y de oportunidades para muchas familias y zonas de nuestro país. Es bueno que los sectores productivos, que realizan un gran esfuerzo por lograr competitividad, tengan la confianza de que su empeño estará protegido de externalidades temporales y del ingreso de mercadería en gran volumen y a precios distorsionados, que amenacen gravemente su existencia, diluyendo años de esfuerzo como la sal en el agua.

Señor Presidente, la bancada del Partido por la Democracia votará favorablemente esta iniciativa porque constituye un legítimo instrumento de protección y fortalecimiento de nuestra economía, da cuenta de los riesgos a que está expuesta y permite mejorar la competitividad y la transparencia del mercado.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado don José Antonio Galilea.

El señor GALILEA (don José Antonio).- Señor Presidente, deseo enfocar este proyecto desde una perspectiva distinta a la técnica, porque, a través de los informes rendidos por la diputados informantes de las Comisiones de Economía, Hacienda y Agricultura, ha quedado claro su contenido, sus consecuencias y la forma en que van a funcionar los mecanismos de salvaguardia.

Se ha sostenido en el debate del martes y también en el de hoy que este proyecto cumple con parte del compromiso adquirido por el Ejecutivo con motivo de la aprobación de la rebaja de aranceles.

Al respecto, quiero señalar que ese compromiso se cumple con bastante tardanza en lo relacionado con las salvaguardias, porque el protocolo de acuerdo sostenía que el Ejecutivo iba a presentar este proyecto antes del 6 de octubre de 1998.

Además, junto con esta iniciativa, otras materias formaron parte del compromiso establecido en el protocolo de acuerdo: la prórroga de la ley de riego, que ya se trató; el establecimiento del sistema de recuperación de suelos, la mantención de las bandas de precios, etcétera. Es decir, de no haber mediado el proyecto de rebajas de aranceles, el Gobierno no habría impulsado estas iniciativas que buscan mejorar las condiciones del sector agrícola -por lo demás, los problemas de dicho sector originaron el protocolo- para competir con productos extranjeros favorecidos con millonarios subsidios.

En consecuencia, esto pone en duda el auténtico compromiso del Gobierno con el sector agrícola, porque estos proyectos que contemplan mecanismos -sobre todo el de las salvaguardias- utilizados por la mayoría de los países de economías abiertas, hay que sacárselos a tirones, por medio de negociaciones y de transacciones.

Si alguien llega a sostener que estas iniciativas, dada la bondad que tienen, habrían sido impulsados por el Ejecutivo de todas maneras, podría concluirse que quienes representamos sectores agrícolas y votamos favorablemente la rebaja de aranceles, lo hicimos a cambio de absolutamente nada.

También existen muchas críticas sobre este proyecto, especialmente de los sectores que tienen una percepción de la economía de mercado y de la apertura de los mercados tremendamente ortodoxa y apegada a la literatura. Considero que Chile no está en condiciones de convertirse en una especie de ejemplo o de profesor de los países que, a pesar de tener economías abiertas como la nuestra, siguen manteniendo una serie de mecanismos, algunos aceptados y otros rechazados por la Organización Mundial del Comercio. A mi juicio, el país ha equivocado su estrategia. Si se hace esto con la intención de lograr que ciertos productos o bienes lleguen a precios más bajos a los consumidores, eso se está obteniendo con un costo muy grande para muchos sectores de la producción nacional, los cuales, entre otros, pagan remuneraciones a miles de trabajadores del país. Creo que se tiende a producir un desequilibrio grave entre lo que se compra barato y los recursos que se necesitan para poder adquirir esos bienes.

También ha surgido una crítica en torno a que la Comisión de Distorsiones pueda actuar de oficio cuando tenga certeza o antecedentes suficientes de que existe un problema que amerite la utilización de alguna de estas medidas, sobre todo la sobretasa, para frenar el ingreso al país de un producto que amenace con producir grave daño a un sector de la economía.

Desde hace mucho tiempo, Renovación Nacional y otros partidos y agrupaciones gremiales del sector agrícola han sostenido que es imprescindible que la Comisión de Distorsiones tenga la posibilidad de actuar de oficio para dar inicio a una investigación. Lo digo porque el mecanismo que gatilla actualmente el funcionamiento de esa Comisión es tremendamente engorroso para la mayoría de las personas que puede verse afectada por el ingreso de ciertos productos al país. En la actualidad, se necesita ser un verdadero detective para llegar a la Comisión de Distorsiones con antecedentes suficientes que permitan, por ejemplo, iniciar una investigación para establecer que un determinado producto entra con dumping o con subsidio. La mayoría de las organizaciones gremiales del país -al menos, las grandes- están, a lo mejor, en condiciones de reunir los antecedentes que den inicio a una investigación, pero cientos de miles de productores pequeños no tienen la capacidad técnica ni profesional para hacerlo. 

En consecuencia, espero que la enunciación de que la Comisión de Distorsiones puede actuar de oficio no se convierta en letra muerta y que el mismo Ministerio de Economía, cuando tenga conocimiento de que una mercancía entra al país en condiciones desfavorables para la producción nacional, entregue a la Comisión de Distorsiones antecedentes suficientes para iniciar una investigación. De lo contrario, miles de pequeños agricultores, sobre todo los que se dedican al cultivo de las hortalizas, por ejemplo, no tendrán ninguna posibilidad de iniciar, a través de la presentación de antecedentes, una investigación en la Comisión de Distorsiones.

Vamos a votar favorablemente el proyecto, pero lo encontramos insuficiente. Se podría haber acotado en mejor forma el funcionamiento de la Comisión de Distorsiones cuando se trate de colocar una cláusula de salvaguardia. También consideramos necesario avanzar en el estudio de otros mecanismos, establecidos por la OMC, Organización Mundial del Comercio, y que utilizan muchos otros países del mundo, para proteger nuestra producción nacional.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Recuerdo a la Sala que, por acuerdo de la Corporación, la discusión terminará a las 11.45 y que cada señor parlamentario puede usar de la palabra hasta por 10 minutos.

Tiene la palabra el Diputado señor Hernández.

El señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, no puedo compartir los juicios emitidos por mi estimado colega José Antonio Galilea.

Primero, me parece una sinrazón no reconocer que durante la discusión del proyecto sobre rebaja de aranceles tuvimos la fortaleza y la decisión de exigir mecanismos de compensación, a través de instrumentos legales y recursos consignados en el protocolo que acordamos, para favorecer a los productores y, de manera muy especial, a los agrícolas.

Respecto del proyecto, que establece un mecanismo no discriminatorio de defensa ante incrementos de las importaciones, a consecuencia de las cuales se ocasione grave daño o se amenace a cualquier sector de la economía nacional, me parece extremadamente injusto que quienes en público y en forma permanente están pidiendo medidas compensatorias e instrumentos protectores para la agricultura, hoy desconozcan el valor de este instrumento, como asimismo que cuestionen, en la forma en que se ha estado haciendo, la validez del protocolo que firmamos durante la discusión del proyecto de rebaja de aranceles. No hay consecuencia entre lo que se expresa aquí cuando debatimos una iniciativa y lo que se dice afuera, a través de los medios de comunicación, ante preguntas que se nos formulan sobre la materia.

Ocurre, como dijo el Diputado señor José Antonio Galilea, que aquí hay una discusión política. El proyecto, indudablemente, tiene un carácter político profundo. Algunos creemos francamente que hay que proteger a los productores; otros sostienen, lisa y llanamente, que el mercado debe regular todo. Ahí tenemos una profunda diferencia de concepto y de acción, en lo cual quiero poner el acento.

Durante la discusión del proyecto, nos llegó un informe del Instituto Libertad y Desarrollo, que en su parte final dice: "La aprobación de una norma legal sobre medidas de salvaguardia es inconveniente para el desarrollo de la economía y el comercio exterior del país, aparte de que el proyecto presentado adolece de imprecisiones técnicas y contiene normas de dudosa constitucionalidad". En síntesis, no quiere normas ni instrumentos de protección. Y eso hay que decirlo con nombre y apellido.

¿Qué manifiesta la Sociedad Nacional de Agricultura en el análisis de su informe? En su parte final, expresa: "En definitiva, el mecanismo de salvaguardia permitiría a la autoridad aplicar sobretasa arancelaria que evitaría, al menos durante un tiempo, generar grave daño a la producción nacional, y aunque el sector agrícola ve con satisfacción la posibilidad de tener un instrumento que cautele el comercio sectorial, tiene reservas sobre el tratamiento que tendrán las importaciones que se rigen por los dos acuerdos comerciales más importantes para la agricultura: Mercosur y Canadá". En otras palabras, la Sociedad Nacional de Agricultura está de acuerdo con el proyecto.

La Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile señala que esa entidad es firme partidaria del libre mercado internacional, por lo que en un escenario ideal considera innecesaria la aplicación de medidas de salvaguardia para importaciones de bienes y servicios. No obstante, entiende que no existen mercados perfectos, razón por la cual nos vemos enfrentados a diversas distorsiones en el ámbito de la competencia desleal por parte de terceros países.

Aquí hay una discusión política profunda. ¿Estamos o no por crear y usar instrumentos que permitan proteger a nuestros productores? Ésa es la gran pregunta que debemos hacernos. Francamente, estimamos que éste es un buen proyecto, quizás no el ideal. Muchos quisiéramos más protección para aquellos sectores productivos que generan empleo, que dan riqueza, pero ello no es posible porque en la Cámara de Diputados y en el Senado no contamos con la mayoría suficiente para aprobar iniciativas de esas características.

Yo emplazo directamente a la Derecha a que se pronuncie, de una vez por todas, con un solo discurso. No les digan a los productores agrícolas que aquí están defendiendo su actividad, porque eso no es cierto. Cuando debemos votar un proyecto que asigna mayores recursos, ustedes no están con nosotros. Adhieren a él, pero con un montón de condiciones, nunca reconociendo lo positivo de lo que proponemos y hacemos. 

Eso no es sano ni saludable para nuestro país y, lo que es peor, en nada prestigia nuestra condición de diputados de la República.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Dittborn.

El señor DITTBORN.- Señor Presidente, somos pocos los diputados que vamos a votar en contra del proyecto, entre ellos, el Diputado Orpis, que está presente; el Diputado señor Álvarez, hoy ausente, y el que habla. Voy a intentar, muy brevemente, fundamentar nuestra posición, porque estoy cierto que es minoritaria en esta Corporación.

Votaré en contra del proyecto que establece la posibilidad de que el Presidente de la República imponga salvaguardias o sobretasas arancelarias a determinadas importaciones, y lo haré por seis razones.

En primer lugar, y por sobre cualquier otra consideración, porque significará un aumento de precios, en especial de aquellos productos adquiridos por los consumidores más modestos del país, a los cuales nadie defiende porque son pobres y tienen poco poder político.

En efecto, vaticino hoy en la Corporación que, a partir de la aprobación del proyecto, habrá cola de empresarios tendiente a lograr salvaguardias para productos de consumo masivos, como el trigo, la carne, la leche; el vestuario, especialmente la ropa usada, y otros ligados a la agricultura tradicional o a ciertas industrias, como la textil y la del calzado -entre otras-, porque, finalmente, la aplicación del mismo significará aumentos de precio. Acuérdense, en el futuro, una vez que este proyecto se apruebe, cómo vamos a tener llamados telefónicos y presiones empresariales y sindicales, en favor de colocar salvaguardias para productos que en ese momento tengan competencia externa.

Yo me hago una pregunta que, sin duda, los chilenos más modestos deben hacerse: ¿Por qué la Concertación, que se dice defensora de los pobres, de los más desposeídos, es capaz de aprobar hoy en forma mayoritaria, un proyecto de ley que evidentemente perjudica a las grandes mayorías nacionales?

En segundo lugar, votaré en contra porque es una iniciativa vaga o imprecisa que servirá -repito- para que las empresas y sindicatos organizados, ambos inescrupulosos, en muchas oportunidades la usen para proteger sus productos e intereses y, en consecuencia, para perjudicar a las grandes mayorías nacionales, que están desorganizadas y no son capaces de presionar con la misma fuerza.

En efecto, este proyecto protegerá a las empresas cuyos productos se vean enfrentados, como dice textualmente su texto, a "gran cantidad de importaciones" o "que causen o amenacen causar grave daño a esas empresas". Como no se define lo que debemos entender por "gran cantidad" o "que causen grave daño", todo esto quedará sujeto a la discrecionalidad de los funcionarios a quienes les corresponda implementar las salvaguardias, lo cual, finalmente, hará que retorne algo que creíamos desterrado de la política arancelaria chilena: la "amigocra-cia", el pituto, el amigo, todo lo que con una política de aranceles bajos y parejos habíamos querido erradicar. La mala costumbre que existe en Chile, de que quien tiene un amigo consigue el favor, volverá con esta ley de salvaguardias.

Quiero recordar -por si algunos de los señores diputados no lo saben- que en los años 50 y 60 hubo numerosas resoluciones administrativas, aprobadas en los gobiernos de Frei Montalva y de Allende, que permitieron ingresar productos, con aranceles muy bajos, dentro de 48 horas. Claramente, esas relaciones tuvieron nombres y apellidos, y se dictaron para favorecer a determinadas empresas y productos.

Este proyecto, reitero, significará la vuelta al proteccionismo discrecional de los años 50 y 60, que, repito, muchos creíamos superado, porque faculta al Presidente de la República para aumentar los aranceles aplicables a mercaderías de otros países cuando, por ejemplo, no se haya logrado convenir una compensación adecuada por la fijación de una medida de salvaguardia por parte de ese país a mercaderías chilenas.

Quiero explicar esto, que considero muy importante. Supongamos que México pone una salvaguardia a productos chilenos. El Gobierno de nuestro país pedirá compensaciones. Dirá: "Bajen los aranceles de otros productos en compensación por la salvaguardia que se puso a determinados productos". Y el Gobierno de México podría decir, por ejemplo: "No, señores, no lo voy a hacer". En ese caso, el Gobierno de Chile está facultado por este proyecto de ley para subir el arancel a un producto mexicano, a cualquiera. Entonces, habrá empresarios que pueden tener un negocio difícil, legítimo, que verán aumentados sus aranceles -lo cual puede ser un costo importante de producción- porque México no quiso bajar los suyos para compensar la salvaguardia. Es decir, el tema arancelario será usado como parte de un conflicto global de carácter económico con otros países. Eso es tremendamente negativo e injusto para las empresas afectadas y para una correcta asignación de los recursos nacionales, los cuales, con esta iniciativa -repito-, empezarán a asignarse más en función de los amigos que se tengan en el gobierno de turno y menos de acuerdo con las características económicas propias de los negocios.

En tercer lugar, votaré en contra de este proyecto de salvaguardia porque inhibirá el comercio internacional leal, lo cual es muy relevante. Tanto el Diputado Orpis como el que habla somos partidarios de que un país se proteja cuando otros gobiernos otorgan subsidios a sus exportaciones. En eso estamos de acuerdo, y en Chile hay un proceso de esa naturaleza desde hace muchos años. Pero esta iniciativa no protegerá a los productores chilenos de subsidios que otros gobiernos den a sus exportaciones. Aquí se trata de proteger al comercio que se produce lealmente, sin que existan subsidios, y eso, a nuestro juicio, es tremendamente grave, porque encarecerá y entorpecerá el comercio internacional que tantos beneficios le ha dado a Chile.

Ojalá que nunca a un agricultor o productor chileno, por ser eficiente y tener muy bajos precios, le pongan salvaguardias en nuestro país, lo cual, evidentemente, podría ocurrir.

En cuarto lugar, votaré en contra de este proyecto porque la disciplina económica estableció, hace muchos años, que los aranceles son un impuesto a las exportaciones chilenas y a los insumos que muchos importadores incorporan a sus productos, aranceles o impuestos que nunca se devuelven. Las exportaciones necesitan hoy de toda nuestra ayuda porque hace años que tienen un dólar que sube mucho menos que sus costos, los cuales lo hacen en unidades de fomento.

Finalmente, votaré en contra porque tengo la convicción de que esta iniciativa tiene vicios de inconstitucionalidad. Pido a la Mesa que se pronuncie sobre si el Presidente de la República, a través de decretos supremos, puede en el futuro establecer salvaguardias que no son más que impuestos a las importaciones. La Constitución es muy clara y en el número 1º de su artículo 62 dice que son materias de ley: "Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza". Es decir, impuestos de carácter temporal, como éstos, también están incluidos en esa frase de la Carta. Por lo tanto, junto con pedir al señor Presidente que se pronuncie al respecto, quiero hacer una reserva de constitucionalidad, en la eventualidad de que presentemos el tema ante el Tribunal Constitucional.

He dicho. 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Para mejor resolver por parte de la Sala, y en atención a que durante el debate del proyecto en la Comisión de Hacienda se planteó a la presidencia una duda o consulta en materia de constitucionalidad, que no fue absuelta, por cuanto, de acuerdo con el Reglamento, la Mesa no está obligada a responder consultas sobre un tema, a dar una suerte de informe en derecho acerca de proyectos en discusión, sino que le corresponde pronunciarse sobre situaciones de inconstitucionalidad formuladas en la Sala. En todo caso, estudiamos el tema, lo hemos dialogado con distintos diputados -agradece-mos al Diputado Dittborn su deferencia de anticiparnos la posibilidad de que pudiera plantear esta objeción en la Sala- y hoy, frente a dicho requerimiento, entrego el parecer de la Mesa.

Se ha planteado la duda o consulta acerca de si el proyecto que introduce modificaciones en la ley Nº 18.525, relativa a distorsiones de precios en las importaciones, pudiere adolecer de vicios de inconstitucionalidad, por cuanto se estaría en presencia de tributos no fijados por ley, como lo dispone la Carta Fundamental, sino por el Presidente de la República, en virtud de decreto supremo.

Para comprender a cabalidad el tema en cuestión, es necesario hacer algunas consideraciones previas.

De conformidad con la legislación vigente, específicamente con la ley Nº 18.525, el Jefe del Estado puede fijar valores aduaneros mínimos para aquellos productos que, por efectos circunstanciales originados en los mercados internacionales, resulten con sus precios normales disminuidos y cuya importación en tales condiciones originare grave daño actual o inminente a la producción nacional. 

De mismo modo, el Presidente de la República, de acuerdo con el texto legal referido, puede fijar sobretasas de 3, 5, 8, 10, 12, 15, 18, 20 y 24 por ciento ad valorem, derechos antidumping y derechos compensatorios para la importación de mercancías cuyo ingreso al país origine grave daño actual o inminente a la producción nacional, al importarse con precios disminuidos como consecuencia de efectos artificiales en sus respectivos mercados.

Atendida su naturaleza, y tal como su nombre lo indica, la sobretasa implica aumentar transitoriamente el derecho de aduana respecto de un producto específico. Por ello, estamos en presencia de un tributo, impuesto, gravamen o carga. Sobre la materia, la OMC distingue entre los impuestos o tributos internos, que se aplican en iguales términos a los productos importados y nacionales, y los externos, que inciden sólo en las importaciones, como una condición de acceso al mercado; es decir, los derechos de aduana u otros de efecto equivalente.

El Presidente de la República ha sometido a la consideración del Congreso un proyecto de ley que deroga el artículo 9º y elimina la sobretasa del 3 hasta el 24 por ciento que consulta el artículo 10, ambos de la mencionada ley Nº 18.525, reemplazando tales instituciones por la fijación de las denominadas salvaguardias, consagradas en el Acuerdo de Comercio de Marrakech, las que no contemplan porcentajes determinados.

De acuerdo con la aplicación armónica de los artículos 60, Nº 14, y 62, Nº 1, de la Constitución Política, los tributos deben fijarse por ley. La primera de estas normas dispone que son materias de ley "las demás que la Constitución señale como leyes de iniciativa exclusiva del Presidente de la República"; y la segunda menciona como materia de dicha iniciativa exclusiva "imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión".

De aprobarse el proyecto de ley, el tributo consistente en una sobretasa o aumento del derecho de aduana, quedará fijado por ley en lo atinente a su forma y proporcionalidad, atendido que se indican los productos a los que se aplicará, las circunstancias en que pueden aplicarse, los requisitos que deben cumplirse, los procedimientos a seguir, la duración del tributo, etcétera. En consecuencia, el único elemento que el proyecto no determina es el nivel exacto al que se aplicará la sobretasa, pues dado el carácter de éste, al igual como ocurre con las bandas de precios, los derechos antidumping y compensatorios, constituyen instrumentos destinados a hacer frente a situaciones imposibles de prever. De esa forma, el nivel o tasa de una salvaguardia estará determinado por el daño grave ocasionado por un aumento imprevisto de las importaciones del producto similar. Es decir, la tasa no puede superar lo estrictamente necesario para prevenir o reparar el daño grave, según se determine en una investigación abierta y sobre la base de los hechos objetivos comprobados en ella.

Por consiguiente, la OMC otorga los elementos o criterios objetivos que se requiere tener en cuenta para establecer el nivel de una medida de salvaguardia. De modo que si ésta no observa adecuadamente dichos parámetros, se estaría violentando la ley con todas las consecuencias que de ello emanan. En este aspecto, los procedimientos propios de la OMC y los mecanismos internos del país son suficiente garantía de que no se está frente a un instrumento que, de ser correctamente aplicado, pueda originar una discriminación arbitraria.

La duda u objeción planteada sobre la constitucionalidad del proyecto en análisis, debe considerar que las sobretasas se establecen en virtud de los acuerdos de la OMC, que revisten el valor de una ley común, y contemplan todos los elementos que permitan cumplir con un requisito de su esencia, cual es que el impuesto sea determinado o determinable.

En la objeción tampoco se hace referencia al actual mecanismo que establece la ley Nº 18.525 para la determinación, por una parte, de los valores aduaneros mínimos y, por la otra, de los derechos antidumping y compensatorios. Estos tributos se fijan teniendo en consideración criterios establecidos en su momento por el Gatt, lo que no ocurría respecto de las sobretasas arancelarias, razón por la cual la ley debió especificar sus porcentajes.

Por ello, atendidos los acuerdos de la OMC de 1994, el proyecto propone consagrar un procedimiento similar al que se utiliza para la fijación de los valores aduaneros mínimos, antidumping y derechos compensatorios respecto de las sobretasas, entregando al Presidente de la República la fijación de sus montos, según los criterios que establece la OMC.

Por otra parte, no es efectivo que la fijación de dichas sobretasas quede entregada sin límite alguno a la discrecionalidad del Jefe de Estado, pues éste debe establecerla de conformidad con los criterios del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, del Acuerdo de Salvaguardias de la OMC y del informe favorable de la Comisión de Distorsiones, creada en la ley Nº 18.525.

Por último, cabe reiterar que si los montos de las salvaguardias llegaran a constituir cargas claramente injustas o desproporcionadas, existen los mecanismos de reclamo, consignados por la misma OMC, y las acciones constitucionales de orden interno, ya que se trataría de un impuesto que violaría de manera abierta la ley.

Sobre la base de estas consideraciones, nuestro pronunciamiento es declarar la constitucionalidad del proyecto y de los artículos en referencia.

Corresponde continuar el debate.

Tiene la palabra el Diputado señor Jaime Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, sólo quiero dejar constancia de que no comparto la opinión de la Mesa en cuanto a la constitucionalidad del proyecto. A diferencia de lo señalado por su Señoría, el artículo 10 de la ley Nº 18.525 fija al Presidente de la República los márgenes en que puede moverse y los límites de las sobretasas o los derechos que puede imponer.

Por lo tanto, reiterando lo señalado por el Diputado señor Dittborn, hacemos reservas de la constitucionalidad, porque aquí, desde mi punto de vista, se ha legitimado un peligroso camino, cual es que el Presidente de la República pueda modificar los aranceles a través de decretos supremos, en circunstancias de que la Constitución y la ley dicen claramente que sólo puede hacerse por ley.

Señor Presidente, con su venia, le concedo una interrupción al Diputado señor Melero, quien hará uso del resto del tiempo.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Melero, a quien restan nueve minutos, aproximadamente.

El señor MELERO.- Señor Presidente, sin duda, el progreso y la inserción económica de Chile a nivel mundial en el proceso de globalización de las economías, iniciado en la segunda mitad de la década del 70, demostró ser un mecanismo eficiente, que lo abrió al comercio exterior y, basado en una política unilateral de aranceles fijos para todos los productos, le permitió lograr su inserción internacional, incorporar nuevos agentes productivos a la producción y a la exportación, disminuir de manera importante nuestra dependencia histórica del cobre, como principal fuente de ingresos, y generar una importante cantidad de divisas y empleos.

Esa política exterior, establecida durante el gobierno del Presidente Pinochet, ha sido sostenida. Los dos gobiernos de la Concertación la han continuado, bajando los aranceles y abriendo nuevos mecanismos a través de los acuerdos de libre comercio con el Mercosur, Canadá, México y otros países del mundo. Dicha política exterior exitosa es la que ha tenido y tiene a Chile como un país líder en Latinoamérica, que ha favorecido la libre iniciativa privada, la libre interacción de los factores productivos y la apertura al comercio exterior.

Sin embargo, en este marco globalizante de las economías también se detectan algunas imperfecciones. A mi juicio, en el contexto mundial no existen los mercados perfectos ni la competencia siempre leal, pues muchas veces es desleal, sea por la vía de subsidios directos o indirectos que distintas naciones aplican sobre sus productos.

No habría problema si toda la comunidad mundial, en materia de comercio exterior, funcionara sobre un eje conductor único a través del cual no fuera necesario crear tantos instrumentos, como ha ocurrido, a fin de evitar, salvaguardar o denunciar distorsiones para que las economías puedan regirse bien en esa materia.

Esto es una realidad, es decir, en el contexto mundial no existen los mercados perfectos. De ahí surge mi posición y la de otros colegas de la bancada de la UDI, en cuanto a buscar los elementos necesarios a través de los cuales también podamos defendernos de los efectos negativos que pueden producirse en determinados sectores de la producción nacional.

En ese sentido, comparto la apreciación de que el proyecto de salvaguardias apunta en la dirección correcta, que no es incoherente con propiciar y creer en los principios básicos de la libre iniciativa privada, de la libre circulación de los factores productivos y de la apertura del comercio exterior. Este punto es central. En algunas intervenciones se ha emplazado a la centroderecha chilena, pero somos concordantes en esta materia, pues hemos aprobado todas las iniciativas del Gobierno en esa dirección.

La verdad es que la salvaguardia, a mi juicio, es un instrumento corrector de distorsiones, y aquí tengo una visión distinta de la de algunos colegas de la Concertación, que la plantean como un elemento de protección a determinados sectores productivos del país. Creo que ese enfoque es incorrecto.

Se ha repetido, hasta la saciedad, la necesidad de proteger al sector agrícola, y lo que éste precisamente no quiere es que se le proteja. Quiere que se le dé la posibilidad, abierta y clara, de competir transparentemente frente a una economía mundial distorsionada. Es decir, algo muy distinto del factor de protección. El debido enfoque es el factor de corrección. 

Con razón, distintos sectores productivos -entre ellos, el agrícola, porque no es el único; también las industrias textil, del cuero, del calzado y otras se han visto enfrentadas a las distorsiones del mercado-, han planteado la necesidad de elementos correctores. Pero no estaría dispuesto a avalar uno de protección frente a un sector aparente o verdaderamente ineficiente, porque eso significaría un subsidio muy injusto, que condenaría a determinada rama de la producción nacional a una ineficiencia permanente.

Bien dicen los sectores productivos que lo que les interesa es competir lealmente con sus pares y no con las tesorerías o los bancos centrales de países que destinan importantes recursos a la producción o al subsidio de determinados productos nacionales. 

Si la línea correcta es corregir las distorsiones y no proteger porque sí lo que eventualmente pueda estar subsidiado, creo que concordamos respecto de lo que se busca.

De allí la duda de la transitoriedad del proyecto -la medida será por un año, eventualmente por dos-. No se establece una política permanente. Por eso, menos estaría dispuesto a avalar aranceles diferenciados, los cuales, desde luego, van en la dirección incorrecta respecto de lo que se pretende. 

Por lo tanto, si se quiere establecer instrumentos correctores de las distorsiones que apunten a dar transparencia al mercado, las salvaguardias están bien enfocadas. Al contrario, si se pretende proteger a un sector que no necesita protección, se iría en una dirección inadecuada.

Se trata de corregir eventuales situaciones ante excesos de importaciones en un momento transitorio de la vida económica de un país, que concluyentemente afecten a una rama de la producción nacional bajo los parámetros de grave daño o amenaza de grave daño que establece el Acuerdo de Marrakech, en sus artículos 3º y 4º.

Comparto algunas aprensiones respecto de los riesgos que tiene el proyecto. Me hubiesen gustado otros elementos, mejores que los que contiene. 

Sin lugar a dudas, se van a generar presiones. Eso es parte del libre y legítimo juego democrático de un país abierto a la economía. Todos tenemos presiones: los diputados, el gobierno, los sectores gremiales. 

En consecuencia, se trata de establecer un mecanismo a través de la Comisión de Distorsiones, que, como bien explicó el subsecretario subrogante de Economía en la comisión de Agricultura, se complementa con el proyecto que está en tercer trámite constitucional en el Senado, relativo a los derechos compensatorios y a los subsidios. Con la participación del Ejecutivo y de algunos profesionales del ámbito académico, deberá decidirse, con claridad y fundadamente, si se afecta determinada rama de la producción nacional. 

Hago fe en que ese mecanismo será concordante con la forma en que debe procederse en este campo.

En esta materia no puede desconocerse que habrá presiones, riesgos de discrecionalidades y problemas eventuales de desviación de comercio. Sin embargo, debemos estar atentos, y en esta materia el Ejecutivo tendrá una responsabilidad muy grande en la aplicación de la ley.

En consecuencia, votaré a favor el proyecto, en el entendido de que propone, repito, un instrumento corrector y no uno protector, que no corresponde en un mercado globalizado y poco transparente, frente al cual es necesario salvaguardarse por eventuales incorrecciones. 

He dicho. 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Edmundo Villouta, hasta por diez minutos.

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, me tocó participar en el debate del proyecto en la comisión de Economía, el que también analizaron las de Agricultura y de Hacienda, y creo que cumple con los acuerdos que, en su oportunidad, se firmaron entre representantes del Gobierno y de las instituciones de producción, como la Sociedad de Fomento Fabril, Sofofa, y otras relacionadas con el agro. Sin embargo, llama la atención que la Derecha, una vez más, lo encuentre insuficiente. Creo no equivocarme, pero ha encontrado insuficiente cerca del 99 por ciento de los proyectos que se han discutido en el Parlamento.

En realidad, en alguno puede que su apreciación haya sido certera, ya que también nosotros hemos discrepado. Pero es muy difícil satisfacer con determinada redacción todos los deseos de los organismos, instituciones y personas. Incluso, han sido frecuentes los recursos ante el Tribunal Constitucional para verificar si los proyectos han cumplido con las normas de la Constitución. 

El Gobierno ha hecho mucho más y con más rapidez de lo que la gente cree. Nosotros mismos, a pesar de ser parlamentarios que lo apoyamos, discrepamos de la rebaja de aranceles, por considerar que no se favorece al trabajador y al modesto consumidor, sino a quienes tienen situación. Sin embargo, si la ley no es suficiente, el camino es mejorarla a través de otra iniciativa, parlamentaria o del Gobierno. 

Se ha sostenido que el proyecto es vago e impreciso; que no define la aplicación de sus normas, y que quedan en la nebulosa los efectos que se producirían, muy especialmente en favor de los agricultores y pequeños productores. Eso es falso. 

El acuerdo de la Organización Mundial del Comercio define claramente, con precisión y con amplia jurisprudencia, los conceptos claves, como "grave daño" y "amenaza de grave daño". Además, el hecho de que el Gobierno pueda hacerlo sin necesidad de consulta, abre la amplia posibilidad de que las medidas se tomen oportunamente. 

La Organización Mundial del Comercio exige procedimientos muy claros, abiertos y transparentes, y todos los países pueden presentar sus puntos de vista, a favor o en contra de determinada medida. 

La Organización Mundial del Comercio exige que la autoridad investigadora realice sus determinaciones de manera fundada. O sea, si la Derecha tiene dudas, quiere decir que duda de dicha organización, que en toda su larga existencia no tiene mancha alguna que pueda servir para reclamar por su inconsecuencia.

El Diputado señor Melero ha entendido mal, ya que es la medida la que durará un año y no la ley, como ha señalado él. Este tema fue discutido ampliamente en la comisión de Economía, por cuanto se pensó que podría extenderse por dos años. Sin embargo, se hizo ver que ello implicaba una limitante, ya que la medida también tendría que prorrogarse por ese lapso. Por eso, quedó tal como venía en el proyecto.

Otra razón para considerar inconsecuente la posición de la Derecha, es que ella siempre reclamó la necesidad de una rebaja de los aranceles. El Gobierno accedió a esta petición, y hoy estamos con arancel cero prácticamente en todos los productos. Sin embargo, siempre hacen ver su discrepancia en relación con las medidas que toma el Gobierno.

Espero que esta iniciativa, como ley, pueda surtir efectos favorables a la brevedad. Incluso -tal como señaló el colega señor Hernández-, una institución muy importante de la Novena Región como es la Sociedad de Fomento Fabril está de acuerdo con él, al igual que la mayor parte de las instituciones del agro, actividad que este proyecto trata de proteger en relación con los productos extranjeros.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Ceroni, hasta por 10 minutos.

El señor CERONI.- Señor Presidente, en primer lugar, quisiera destacar el cumplimiento que está dando el Gobierno a los compromisos contraídos con el Congreso Nacional, a raíz de la aprobación de la ley sobre rebaja de aranceles.

Hemos visto cómo el Gobierno incorporó en la ley de Presupuestos nuevos y mayores recursos para la pequeña y mediana empresa y para la agricultura tradicional. Igualmente, se aprobaron tanto el aplazamiento de la vigencia de la ley de riego como el establecimiento de mecanismos para otorgar ayuda para fertilizantes, empastadas y, en definitiva, nivelación de suelos, lo que significará un incentivo importante para el sector agrícola. 

Este proyecto tiene por objeto aplicar medidas de salvaguardia ante las fluctuaciones de las importaciones que signifiquen un daño o una amenaza efectiva de daño para la producción nacional. Esta iniciativa es de gran importancia, sobre todo en un momento en que nuestro país se ha visto enfrentado a la crisis asiática, lo que puede generar un campo propicio para que ocurra un aumento de las importaciones que puede poner en peligro evidente a nuestra producción.

Desde ese punto de vista, la importancia de esta iniciativa está en impedir una entrada exagerada e injustificable de productos importados, en desmedro de la producción nacional. Se va a poder enfrentar, por ejemplo, la competencia desleal, porque permitirá actuar no sólo en relación con el producto que ingresa al país y que ocasiona este aumento, sino también respecto del daño que pueda causar ese aumento de las importaciones en relación con otros productos competitivos. Allí hay una diferencia importante frente a lo que se puede hacer o a cómo se debe actuar, cuando nos enfrentamos a una competencia desleal.

Con esto, hemos completado un cuadro adecuado. Existen las medidas para actuar ante la competencia desleal y frente a aumentos imprevistos de las importaciones que causen serias dificultades a nuestra producción. Este cuadro conjuga la apertura comercial con medidas lógicas que permitirán que nuestra producción continúe adelante, y, lo que es más importante, que generarán empleo. 

Desde ese punto de vista, es falsa la afirmación de que este proyecto perjudica a la mayoría de nuestros ciudadanos, especialmente a los más pobres, puesto que, en primer lugar, requieren de empleo, y si no se toman las medidas adecuadas para que la producción nacional enfrente estos aumentos imprevistos de las importaciones, estaremos liquidando las fuentes de trabajo de esos ciudadanos, privándolos de adquirir algún bien. Estamos conjugando adecuadamente la rebaja de aranceles con medidas obvias para que la producción nacional enfrente estas situaciones.

Por eso, como diputado integrante de la Comisión de Agricultura, voy a prestar mi aprobación a un proyecto de ley que me parece de gran importancia.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Álvarez-Salamanca.

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA.- Señor Presidente, Renovación Nacional aprobará este proyecto de ley, porque resguarda los intereses de vastos sectores de la agricultura y de la industria nacional.

A mi juicio, el Diputado señor Hernández no entendió lo que dijo mi colega el señor Galilea, don José Antonio, quien señaló que apoyaría esta iniciativa y que los compromisos del Protocolo de Acuerdo son normas que hemos venido reclamando al Gobierno desde hace tiempo. Él argumentó que si no se hubiera aprobado la rebaja de los aranceles, nunca se habría materializado esta iniciativa, y eso, legítimamente, permite poner en duda la auténtica voluntad del Gobierno de enfrentar los verdaderos problemas de la agricultura y de la industria nacional.

Yo pregunto: ¿cuánta injusticia le habríamos evitado a la agricultura si, por ejemplo, el Gobierno hubiera impulsado las salvaguardias cuando la Concertación y nosotros se lo solicitamos, hace mucho tiempo? Pero tuvo que mediar un canje, una transacción, para remover la voluntad del Gobierno.

Se dice que ésta es una crítica injusta. Si lo que reclamamos no es que este proyecto sea malo; lo vamos a aprobar, pues estamos de acuerdo con él. Criticamos la falta de compromiso del Gobierno, la tardanza para impulsar medidas usadas en el resto del mundo y de las que hasta hoy Chile se ha privado.

La crítica es justificada cuando el Gobierno impulsa una solución que por años se le viene reclamando, y porque cuando decide hacerlo se levanta como el salvador y se olvida de que mientras se le demandó no escuchó, y hasta descalificó las proposiciones.

Por último, se nos concederá criticar que el Gobierno se comprometió a mandar este proyecto a más tardar el 6 de octubre del año pasado, y no cumplió. Entonces, es legítimo dudar de su voluntad.

En definitiva, vamos a aprobar este proyecto de ley, porque corregirá las distorsiones que todos sabemos que existen en el comercio internacional.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Ministro de Economía, señor Jorge Leiva.

El señor LEIVA (Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción).- Señor Presidente, en realidad, el proyecto es muy simple. Cada vez que se realice una importación de gran cantidad de productos que afecte a determinada rama productiva causándole daño, se puede reclamar ante la Comisión de Distorsiones, a fin de que se fijen derechos especiales que protejan a esa rama durante un año -prorrogable por otro-, condicionado a un programa de desmonte de la protección, de manera que dicha rama quede protegida efectivamente hasta por dos años, si la Comisión de Distorsiones lo establece así. Eso es, en esencia, el proyecto. Sin embargo, quiero hacer un planteamiento más general. Creemos que este proyecto de ley establece un mecanismo que está en plena concordancia con la política de apertura de la economía llevada adelante desde 1990 por los gobiernos de la Concertación. Por lo demás, esta política había sido establecida en nuestro país con anterioridad.

Se trata, fundamentalmente, de lograr que nuestra economía se beneficie, a través del comercio internacional, con las ganancias de eficiencia que se generen en otras economías, caso en el cual nuestros productores tienen que esmerarse por asimilar esa eficiencia, a fin de poder competir con los productos importados. Pues bien, tanto a través de ese mecanismo como de las importaciones, se obtienen beneficios para los consumidores.

Esta política de apertura del Gobierno ha seguido siendo implementada por tres vías: unilateral, bilateral y multilateral. Esta última es privilegiada para una economía pequeña como la chilena. Mantenerse dentro de los marcos y de los acuerdos de la OMC es vital para Chile, así como también fortalecerlos mediante la estricta adhesión a ellos. Evidentemente, esta opción estratégica que existe en la política económica nacional, es un punto de extraordinaria importancia para el conjunto de nuestra política de apertura.

Entonces, debemos preguntarnos, ¿por qué estamos pensando en establecer salvaguardias si la OMC ya las estableció? Porque dentro de los procesos de apertura es necesario un mecanismo de este tipo. No es suficiente que existan mecanismos para corregir distorsiones como el dumping o los subsidios; es necesario considerar que hay otros fenómenos en el comercio internacional para poder entender el mecanismo de salvaguardias. Y esto tiene que ver, por una parte, con distorsiones y, por otra, con un problema de costos y beneficios, de cómo se disminuyen los costos en los procesos de reasignación de recursos, cuando se abre la economía.

Pero hay distorsiones que no quedan necesariamente tipificadas dentro del dumping y de los subsidios. Para mencionar sólo algunas, quiero referirme a dos que hemos observado durante la crisis internacional experimentada en los últimos meses.

Una de ellas es la devaluación súbita. En el momento en que ésta se produce, se genera una ganancia, pero que deviene de un fenómeno propiamente financiero, puesto que no son los precios de equilibrio los que se dan para los exportadores del país que ha devaluado. Puede producirse perfectamente una avalancha de importaciones de un país que ha tenido una devaluación súbita, que no corresponde a ganancias de eficiencia del aparato productivo de ese país, sino a un fenómeno inmediato; por ejemplo, en Corea, con los meses se ha corregido ese fenómeno, porque los precios de los factores de ese país y la inflación interna determinan que, al final, los precios de exportación vuelvan a niveles más cercanos a la eficiencia con que funciona el aparato productivo.

La otra distorsión se refiere al fenómeno de las importaciones masivas por razones financieras, originadas en la necesidad de algunos agentes de liquidar stock cuando están en situaciones financieras extraordinariamente difíciles. 

Como se puede ver, hay fenómenos de esta naturaleza que no están tipificados dentro del dumping o del subsidio, para los cuales existen mecanismos precisos para contrarrestar las distorsiones que puedan producirse.

De manera que existe este tercer mecanismo de protección, que se refiere directamente a la cantidad de importaciones que llegan a un país y al daño que pueden producir en las diversas ramas de la producción nacional.

En este caso, aunque no se trate de una distorsión, el problema radica en que cuando uno quiere beneficiarse de la eficiencia del aparato productivo de otro país, el hecho de empezar a competir con éste genera costos en la reasignación de recursos internos. En ese caso -repito que aquí no se dan las distorsiones que mencioné anteriormente-, el país tiene que evaluar si el daño que se está ocasionando a la producción nacional se puede disminuir mediante una protección temporal, a fin de que el proceso de reasignación de recursos se haga con menos traumas y costos.

Por eso existe este mecanismo temporal de la OMC, temporalidad que, incluso, ha sido reforzada en nuestro proyecto al limitar a dos años la vigencia de la salvaguardia. De modo que se trata de una medida perfectamente estudiada dentro del mecanismo de la OMC; y las razones que, en general, existen para que esté dentro del marco de las normas de la OMC, son perfectamente válidas en nuestro país.

Finalmente, quiero referirme a la posibilidad de que acaezcan arbitrariedades en el uso de este mecanismo. En este sentido, el proyecto le asigna un papel clave a la Comisión de Distorsiones. Lo que se plantea, en el fondo, ante la posibilidad de arbitrariedades, es que sin su aprobación no puede operar el mecanismo del decreto supremo. Es una atribución que podemos aceptar como válida para evitar los riesgos de arbitrariedades. 

En todo caso, lo que vale es la experiencia. La Comisión de Distorsiones ha funcionado durante varios años, y nunca hemos escuchado quejas en cuanto a que sus decisiones sean arbitrarias; más bien, ellas apuntan en otro sentido: que se toma demasiado tiempo, que pide muchos antecedentes y que no opera si no hay una gran acumulación de evidencias. ¿Y por qué dicha comisión ha operado en esa forma? Porque también en el Gobierno ha habido un criterio claro de que éstos son mecanismos que tienden a corregir ciertas distorsiones que hacen que la política de apertura, en algunos casos específicos, produzca más daños que beneficios.

En este sentido, si las autoridades que en años anteriores dictaron los decretos que se refieren a distorsiones, como sucederá más adelante, si se presentan peticiones de aplicar salvaguardias, en tal caso operará un criterio enmarcado dentro de esta política general. Eso es lo que ha guiado claramente a la Comisión.

Además, el Senado, en el proyecto de ley que se refiere al funcionamiento de la Comisión de Distorsiones, creó una comisión revisora que, precisamente, tiene la característica de estar compuesta por personas que se encuentran más alejadas del Ejecutivo que las que componen la Comisión de Distorsiones.

Al respecto, no hay razones para pensar que habrá arbitrariedades cuando opera un mecanismo que da garantías a todo el mundo de que no se actuará de esa manera. Más bien, las quejas son en sentido contrario, de ser una comisión demasiado técnica y ciega, ajena a los problemas que tienen los agentes económicos que se ven afectados por distintos fenómenos del comercio internacional, que ellos consideran que los afectan.

En cuanto al problema de inconstitucionalidad, sólo quiero decir que hay suficientes informes en derecho, los cuales han estado a disposición de la Presidencia, que nos dan tranquilidad respecto de la constitucionalidad de dichos derechos. De manera que estamos completamente satisfechos con la posición que ha adoptado el Presidente de la Cámara.

Muchas gracias.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad el proyecto.

El señor MELERO.- Votación, señor Presidente.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación en general el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 48 votos; por la negativa, 5 votos. No hubo abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado en general el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Álvarez-Salamanca, Ascencio, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Galilea (don José Antonio), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jeame Barrueto, Jiménez, Kuschel, Martínez (don Gutenberg), Melero, Monge, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pollarolo (doña Fanny), Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Valenzuela, Velasco, Villouta y Walker (don Patricio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Dittborn, Moreira, Orpis, Paya y Van Rysselberghe.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobada, con la misma votación, la indicación presentada por la Comisión de Economía para subsanar un aspecto formal.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Aprobado en particular.

Despachado el proyecto.

COMPLEMENTACIÓN DE LEY Nº 19.553, SOBRE ASIGNACIÓN DE MODERNIZACIÓN A FUNCIONARIOS PÚBLICOS. Primer trámite constitucional.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que complementa la ley Nº 19.533, que concedió asignación de modernización y otros beneficios.

Diputados informantes de las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social, y de Hacienda, son la señora Prochelle y el señor Lorenzini, respectivamente.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 2248-13, sesión 1ª, en 6 de octubre de 1998. Documentos de la Cuenta Nº 3.

-Informes de las Comisiones de Trabajo y de Hacienda, sesión 34ª, en 19 de enero de 1999. Documentos de la Cuenta Nºs 8 y 9, respectivamente.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario del Trabajo, señor Julio Valladares.

Acordado.

Quiero recordar a los señores diputados que disponen de hasta una hora para el tratamiento de este proyecto, y que se votará a las 13.00 horas.

Por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, tiene la palabra el Diputado señor Rodolfo Seguel. 

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, el proyecto de ley que su Excelencia el Presidente de la República somete a consideración de la honorable Cámara de Diputados, tiene por objeto complementar la ley Nº 19.553, que concedió a los funcionarios públicos una asignación de modernización y otros beneficios, con el propósito de superar ciertas limitaciones de este cuerpo legal que se desprenden de su aplicación práctica, como asimismo dar cumplimiento a compromisos contraídos durante su tramitación y que fueron refrendados, en su oportunidad, en algunas instancias parlamentarias, principalmente en el Senado.

Adicionalmente, esta iniciativa dispone, respecto de la Dirección General de Aeronáutica Civil y del Consejo de Defensa del Estado, el otorgamiento de la mencionada asignación de modernización en razón de haber sido necesario postergar los proyectos específicos comprometidos para estas reparticiones, como consecuencia de la política restrictiva del gasto fiscal impuesta por la delicada situación económica mundial. Dichas instituciones estaban excluidas de la asignación de modernización a la espera de la dictación de sus normativas legales particulares. A ambas reparticiones se les otorga, retroactivamente al 1 de enero de 1998, dichos beneficios.

En el caso de la Dirección de Aeronáutica Civil, el Supremo Gobierno asumió el compromiso, durante la tramitación parlamentaria de la ley Nº 19.553, de despachar un proyecto de ley que contuviera un plan de modernización de esa entidad, el que, entre otras materias, debería consultar una racionalización y mejoramiento del régimen de remuneraciones de su personal.

Respecto del Consejo de Defensa del Estado, existe el acuerdo de patrocinar una iniciativa que, además de corregir determinados aspectos estructurales críticos, conceda beneficios remuneratorios que resuelvan diferencias negativas de renta muy significativas respecto de sectores homologables.

El proyecto contiene 5 artículos permanentes y 5 disposiciones transitorias, cuyo contenido general se encuentra latamente reseñado en el informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social que los señores diputados tienen en su poder.

En aras del tiempo, sólo mencionaré, en líneas generales, que en dichas disposiciones se comprenden la extensión de beneficios, entre otros, para el personal del Consejo de Defensa del Estado, Gendarmería de Chile, Servicio Electoral, Dirección de Aeronáutica Civil, Consejo de Rectores y trabajadores que cumplen sus funciones en la isla de Pascua y en las comunas fronterizas de la Segunda Región, y en el caso de la comuna de Antofagasta, a quienes se desempeñen en localidades ubicadas al oriente de la carretera Ruta 5. Quiero reiterar esta parte: "En el caso de la comuna de Antofagasta, este beneficio será concedido a los trabajadores que se desempeñen al oriente de la carretera Ruta 5". ¡Linda forma de legislar!

La Comisión estimó que en el proyecto en informe no existen disposiciones que revistan el carácter de orgánicas constitucionales ni de quórum calificado.

Asimismo, la Comisión recibió al señor Julio Valladares, Subsecretario del Trabajo; al señor Carlos Pardo, asesor del Ministerio de Hacienda; a los señores Raúl de la Fuente, presidente, y Ana Bell Jara, dirigente de la Anef; a los señores Mario Meza, presidente, y Juan Aravena, secretario general de la Asociación Nacional de la Dirección de Aeronáutica Civil; a los señores Mario Riquelme, Milenko Mihovilovic, Luis Orellana, David Cabezas y Arturo Viteri, dirigentes de la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios, y a los señores Miguel Lobos, presidente, y Jesús Sánchez, vicepresidente, del Colegio de Controladores de Tránsito Aéreo de Chile A.G., quienes entregaron sus planteamientos e hicieron valiosos aportes durante la discusión general del proyecto, al cabo de la cual la Comisión lo aprobó por unanimidad, sin existir opiniones disidentes al respecto.

Una síntesis de dicha discusión se encuentra contenida en el informe que obra en poder de los señores parlamentarios, por lo que no me extenderé en su comentario.

La génesis de la ley Nº 19.553, que concedió a los funcionarios públicos esta asignación de modernización, se remonta a un acuerdo del Ejecutivo con la Anef, de 5 de octubre de 1997, para conceder una asignación a los funcionarios de la administración central del Estado, por desempeño individual e institucional. El primero se mide a través del sistema de calificaciones, que se ha ido perfeccionando, y el bono de desempeño institucional, por medio de los programas de mejoramiento institucional.

El año recién pasado, esa asignación de modernización era pareja para todos los funcionarios, alcanzando un 5,5 por ciento, y, a partir de enero de 1999, fluctuará entre el 6 y el 13 por ciento, si el funcionario se encuentra en el primer tercio de los calificados y su institución lograra sus metas. 

Durante el trámite de este proyecto de ley quedaron algunos compromisos pendientes, en términos de cobertura y extensión de beneficios, cuestiones que, parcialmente, a juicio de la mayoría de la Comisión, cumple el actual proyecto en informe; adicionalmente, se han incorporado algunas soluciones a complejidades que han surgido de la aplicación práctica de dicha ley. Es importante recalcar que hay compromisos pendientes. En el transcurso de la discusión general, los diputados integrantes de la Comisión -como lo señala el informe- planteamos al Ejecutivo diversas inquietudes respecto de su articulado, tales como las relativas a la improcedencia de privar del incentivo de retiro a aquellas personas adscritas a las administradoras de fondos de pensiones que postularon y fueron seleccionadas, pero que no han hecho efectiva la renuncia a sus empleos en atención a la baja rentabilidad observada en los fondos de pensiones. Del mismo modo, manifestamos discrepancias con el proyecto respecto de la situación de marginalidad en que caerían los funcionarios de la Comisión Chilena de Energía Nuclear y del Instituto Nacional de Investigaciones Agropecuarias, Inia, respecto de la inclusión en los beneficios de la ley Nº 19.553. También solicitamos la extensión de la cobertura de la asignación concedida por el artículo 11 de dicha ley, a las ciudades de Iquique, Antofagasta y Calama. Esto se refiere a la primera parte del informe con respecto a la división que se hace con la carretera Ruta 5.

Asimismo, los dirigentes del Colegio de Controladores de Tránsito Aéreo de Chile, A.G., manifestaron sus aprensiones en cuanto a imputar los incrementos remuneracionales a que éstos tendrían derecho por aplicación del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra, a los incrementos de rentas que se produzcan por concepto del componente básico que establece el artículo 5º de la ley Nº 19.553.

Durante su discusión en particular, el proyecto fue objeto de los acuerdos que el informe transcribe, introduciéndose en su articulado sólo dos modificaciones de origen parlamentario, aprobadas ambas por unanimidad. La primera, eliminó el párrafo final del numeral 5 del artículo 1º del proyecto, que determinaba que el beneficio que este proyecto otorga en el caso de la comuna de Antofagasta, sería concedido sólo a los trabajadores que se desempeñen al oriente de la carretera Ruta 5. Creo que es bueno clarificar esa parte para toda la gente, porque la Comisión de Trabajo ha considerado sumamente raro que se haga una ley que, en una parte, se refiera a la división de la carretera Ruta 5. Nos pareció raro, porque si el día de mañana Obras Públicas decide cambiar la carretera Ruta 5, obviamente, se va a modificar todo el sistema. Considero que no es seria la forma en que se ha orientado este proyecto a través del Ministerio del Trabajo, y creemos que hay oportunidad para mejorarlo; es así como la Comisión presentó una indicación que, aunque la recuperó en la Comisión de Hacienda, esperamos que el Ejecutivo, a lo menos, cambie la forma de legislar, porque como Comisión de Trabajo nos parece improcedente, inadecuada y poco ética la presentación de este articulado.

Por la segunda indicación hemos eliminado el inciso final del artículo 3º que establecía que los incrementos remuneracionales que beneficiaren al personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil, producto de la aplicación del D.F.L. Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra, serían imputados a los incrementos de renta que se produjeren por concepto de componente base que establece el artículo 5º de la ley Nº 19.553 que se modifica por este proyecto. Sobre esta materia, hablará luego, latamente, el Diputado señor Manuel Bustos para explicar esta situación.

Como diputado informante, quiero decir que el Ejecutivo, en este punto, se comprometió con la Comisión de Trabajo en pleno, a demostrar que lo que estaban solicitando los trabajadores era incorrecto y que ya se les estaba pagando, y hasta hoy, ningún miembro de la Comisión ha recibido documento alguno en el cual se demuestre fehacientemente que esto es así y que los trabajadores estarían recibiendo efectivamente estas remuneraciones. Por lo tanto, como presidente de la Comisión, a nombre de la misma, solicito que conversemos sobre este tema antes de ir a la votación general del proyecto.

Como consecuencia de los acuerdos que se transcriben en el informe respectivo de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, proponemos a la Sala para su aprobación, el texto del articulado del proyecto que el mismo informe contiene. Me refiero al de la Comisión de Trabajo y no al de Hacienda.

Antes de finalizar mi exposición, permítanme formular algunas consideraciones que explican el trabajo de nuestra Comisión. Durante la discusión de la ley Nº 19.553, los integrantes de la Comisión formularon al Ejecutivo diversas aprensiones acerca de su ámbito de aplicación, pues se consideraba que, entre sus beneficios, no incluía a un número importante de servidores públicos, y durante su tramitación parlamentaria, algunas de ellas fueron objeto de acuerdos posteriores; sin embargo, y aun reconociendo que este proyecto modificatorio recogió en gran parte dichas inquietudes, a nuestro juicio, aún quedan al margen de sus beneficios significativos conjuntos de trabajadores que se desempeñan abnegadamente en el servicio público, como aquellos que laboran en la Comisión Chilena de Energía Nuclear y en el Inia.

Desde esta alta tribuna apelo al Supremo Gobierno, en nombre de mis colegas integrantes de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, para hacer realidad las esperanzas de todos esos trabajadores que, con una inmensa vocación de servicio público, esperan hacer realidad sus justas pretensiones.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- A continuación, emitirá el informe del proyecto, en representación de la Comisión de Hacienda, el Diputado señor Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda informa a ustedes sobre el proyecto que complementa la ley Nº 19.553, que concedió la asignación de modernización y otros beneficios, y que en el mensaje de su Excelencia, se le aplica la "suma" urgencia.

Durante su estudio, asistieron a la Comisión el señor Julio Valladares, Subsecretario del Trabajo, y la señora Macarena Lobos, abogada del Ministerio del Trabajo. Concurrieron especialmente invitados los señores Miguel Lobos y Jesús Sánchez, presidente y vicepresidente del Colegio de Controladores de Tránsito Aéreo de Chile, A.G., y Mario Massa y Víctor Hernández, presidente nacional y presidente regional de la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil.

El propósito de la iniciativa consiste en complementar la ley Nº 19.553, que concedió a los funcionarios públicos una asignación de modernización y otros beneficios, y dar cumplimiento a compromisos contraídos durante su tramitación, como, asimismo, otorgar la mencionada asignación con efecto retroactivo al 1 de enero de 1998, a los personales de la Dirección General de Aeronáutica Civil y del Consejo de Defensa del Estado.

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos estima que el proyecto de ley en estudio tiene un costo total anual de $ 1.575.720 miles, para 1998, y de $ 2.780.164 miles, para 1999.

La inclusión en la base de cálculo de la asignación de modernización de los funcionarios de Gendarmería de Chile de las asignaciones por turno y de nivelación penitenciaria establecidas por la ley Nº 19.538, tiene un costo de $ 583.126 miles para 1998 y de $ 1.064.204 miles, para 1999.

Hacer extensiva la asignación de $ 127.200 anuales establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.553, a los trabajadores que cumplan funciones en la Isla de Pascua y en las comunas fronterizas de la Segunda Región y, en el caso de la comuna de Antofagasta, a quienes se desempeñen en localidades ubicadas al oriente de la carretera Ruta 5, tiene un costo anual de $ 146.420 miles, para los dos años.

El otorgamiento de la asignación de modernización a los funcionarios de la Dirección de Aeronáutica Civil, tiene un costo anual de $ 701.840 miles, para 1998, y de $ 1.280.858 miles, para 1999, y para los funcionarios del Consejo de Defensa del Estado, de $144.334 miles, para 1998, y de $ 288.682 miles, para 1999.

En la Comisión se debatieron especialmente tres temas que dicen relación, el primero, con ampliar la asignación del artículo 11 de la ley 19.553 a los trabajadores que se desempeñan en la comuna de Antofagasta al oriente de la carretera Ruta 5, que fue eliminada por la Comisión Técnica; el segundo, con la ampliación del plazo hasta el 1 de mayo de 1999 para postular a los incentivos al retiro, contemplado en el numeral 6) del artículo 1º del proyecto y, el tercero, con el rechazo efectuado por la Comisión Técnica del inciso final del artículo 3º propuesto en el Mensaje, que establece la imputación a los incrementos de rentas por concepto de componente base de la asignación de modernización, de los montos que resulten de la aplicación del D.F.L. Nº 1, de 1997, respecto del personal civil de la Dirección de Aeronáutica.

La Comisión de Trabajo y Seguridad Social -técnica en la materia- dispuso que la de Hacienda tomara conocimiento de la totalidad del proyecto aprobado por ella.

Las modificaciones al proyecto son:

Por el numeral 1, se suprime en el inciso segundo del artículo 2º, la expresión "del Consejo de Defensa del Estado", eliminando la exclusión del beneficio de la asignación de modernización que afecta al personal del Consejo, modificación que es complementaria del artículo 4º del proyecto.

Por el numeral 2, en la base de cálculo de la asignación de modernización, respecto de los funcionarios de Gendarmería de Chile, se incluyen las asignaciones por turno y de nivelación penitenciaria.

A través del numeral 3 se sustituye el inciso quinto del artículo 6º, incorporando a los Ministros del Interior y de la Secretaría General de la Presidencia en la suscripción de los decretos que señalan el grado de cumplimiento por parte de los servicios de los correspondientes programas de gestión.

Por el numeral 4 se intercala, como inciso penúltimo del artículo 6º, una norma que faculta al Ministro del ramo para disponer que los programas de mejoramiento de la gestión, su grado de cumplimiento y el pago del beneficio, se establezcan separadamente en cada Dirección regional, para los efectos del pago del incremento institucional de la asignación de modernización en los servicios públicos desconcentrados territorialmente.

Por medio del numeral 5 se sustituye la oración inicial del artículo 11, haciendo extensiva la asignación de $ 127.200 anuales a los trabajadores de Isla de Pascua y de las comunas fronterizas de la II Región y, en el caso de la comuna de Antofagasta, a quienes se desempeñen en localidades ubicadas al oriente de la carretera Ruta 5.

Se deja especial constancia de la indicación formulada por el Diputado señor Seguel para eliminar el párrafo referido a la comuna de Antofagasta.

Por su parte, el Ejecutivo formuló una indicación para agregar a continuación del punto final (.) del precepto, que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: "En el caso de la comuna de Antofagasta, este beneficio será concedido a los trabajadores que se desempeñen al oriente de la carretera Ruta 5.", reiterando la proposición del Mensaje.

A sugerencia de la Comisión, los representantes del Ejecutivo estuvieron de acuerdo en proponer en algún trámite posterior del proyecto una redacción que precise de mejor manera a los beneficiarios de la referida asignación que, desempeñándose en la comuna de Antofagasta, lo hagan en zonas apartadas o fronterizas.

A través del numeral 6 se reemplaza la letra c) del artículo 1º transitorio.

Por intermedio del numeral 7 se intercala un inciso séptimo, nuevo, del tenor siguiente:

"Durante el año 1999, los funcionarios deberán presentar la renuncia a sus cargos en el primer cuatrimestre del año, para hacerla efectiva durante el segundo semestre del mismo, y estarán obligados a iniciar o proseguir sus trámites de jubilación, pensión o renta vitalicia, dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de la resolución de la Subsecretaría del Trabajo que contenga la nómina de los beneficiarios.".

Por el artículo 2º se dispone la asignación de modernización para el personal del Servicio Electoral, excluyéndolo expresamente de lo establecido en los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 6º.

En el artículo 3º se establece la asignación de modernización para el personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil, a contar del 1 de enero de 1998.

En relación con esta disposición, los representantes de los controladores del tránsito aéreo hicieron presente en la Comisión que el inciso final de este artículo, que señala que "Los montos de los incrementos remuneracionales que beneficien a los cargos de planta y a contrata, relativos a los estipendios mencionados en el inciso precedente, que resulten de la aplicación del D.F.L. Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra, se imputarán a los incrementos de renta que se produzcan por concepto del componente base que establece el artículo 5º de la ley Nº 19.553", excluye del beneficio de asignación de modernización, en su componente base, a todo el personal que ocupa posiciones jerárquicas de grado 6 en adelante, lo que se traduce en que alrededor del 22 por ciento de los profesionales civiles de la D.G.A.C. verán reducidas sus expectativas, sin que ello se justifique ni responda a las conversaciones sostenidas con las autoridades.

El Subsecretario del Trabajo puntualizó que el personal civil de la Dirección de Aeronáutica señalado, recibió los beneficios del D.F.L. Nº 1, de 1997, por lo que ahora se incorpora a todo el personal de la referida Dirección a la asignación de modernización, con el objeto de equiparar sus beneficios, aplicando las correspondientes imputaciones.

En vista de que la comisión técnica rechazó el mecanismo de imputación propuesto, el Ejecutivo formuló una indicación para reponer, a continuación del punto final (.) de la norma, que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "Los montos de los incrementos remuneracionales que beneficien a los cargos de planta y a contrata, relativos a los estipendios mencionados en el inciso precedente, que resulten de la aplicación del D.F.L. Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretraría de Guerra, se imputarán a los incrementos de renta que se produzcan por concepto del componente base que establece el artículo 5º de la ley Nº 19.553.".

Sometido a votación el articulado del proyecto, con las indicaciones al numeral 5 del artículo 1º y al artículo 3º, se aprueba por unanimidad.

Informe acordado en sesiones de fechas 6 y 12 de enero de 1999, con la asistencia de los Diputados señores Andrés Palma (Presidente), Rodrigo Álvarez, Gabriel Ascencio, Julio Dittborn, Sergio Elgueta, Pablo Galilea, José García, Francisco Huenchumilla, Enrique Jaramillo, Tomás Jocelyn-Holt, Pablo Longueira, Pablo Lorenzini, Carlos Montes, Juan Núñez y José Miguel Ortiz.

Informó a ustedes, por la Comisión de Hacienda, el Diputado Enrique Jaramillo.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Subsecretario del Trabajo, don Julio Valladares.

El señor VALLADARES (Subsecretario del Trabajo).- Señor Presidente, quiero dar la opinión del Ejecutivo en torno a dos elementos del proyecto que aquí se han discutido, para que la Sala de la Cámara de Diputados tenga los elementos de discernimiento al momento de votarlo.

En primer lugar, el proyecto complementa el beneficio otorgado a principios del año 1998, consistente en una asignación de modernización que estuviera ligada al desempeño funcionario y que fluctuara entre un 6 y un 13 por ciento de las remuneraciones.

Hubo servicios que en su momento no fueron considerados en la ley; uno de ellos fue la Dirección de Aeronáutica Civil. Se ha reparado esa situación, particularmente para los funcionarios administrativos, en orden a extenderles este beneficio.

Pero también es importante que los señores diputados sepan que hay otro porcentaje del personal de la Dirección de Aeronáutica Civil que ya recibió un beneficio por aplicación de las normas del D.F.L. Nº 1. En este caso, la iniciativa evita, por medio de uno de sus artículos transitorios, que haya un doble incremento salarial.

Por esa vía, equipararemos el beneficio que se obtuvo para un sector por la vía del D.F.L. Nº 1 con esta asignación de modernización.

En la práctica, el personal que no va a recibir la asignación de modernización, porque ya recibió el beneficio por concepto del D.F.L. Nº 1, corresponde a los funcionarios que se ubican entre los grados 3 y 6. Mientras que los que se encuentran entre los grados 7 al 10, van a recibir el beneficio. 

Por lo expuesto, esperamos que la Sala apruebe lo obrado por la Comisión de Hacienda, donde se repuso la indicación de la imputación. Además, de ese modo damos cumplimiento al compromiso del Gobierno adoptado con la Comisión de Trabajo, en orden a demostrar que una parte del personal profesional había recibido el beneficio por concepto de aplicación del D.F.L. Nº 1.

Todos los antecedentes se entregaron en la Comisión de Hacienda y están disponibles para los diputados de la Comisión de Trabajo.

Lo importante para nosotros es ratificar que lo que buscábamos con la extensión de este beneficio para los funcionarios de la Dirección de Aeronáutica Civil es privilegiar y equiparar al personal administrativo y auxiliar que no obtuvo beneficios por la vía del D.F.L. Nº 1, y de esa manera lograr una equiparidad al interior de esa Institución en materia de mejoramiento salarial.

El segundo comentario tiene que ver con la redacción del beneficio por zona en la II Región. Quiero señalar que el compromiso del Ministro de Hacienda, don Eduardo Aninat, en el trámite de la ley Nº 19.553, fue extender a los funcionarios que se desempeñan en las comunas fronterizas un beneficio por zona.

Cuando se llevó a cabo la redacción del proyecto, se optó por aplicar el criterio del meridiano 69 ó 70. Pero, luego, para excluir toda posibilidad de dejar fuera del beneficio a algún funcionario, se optó por el criterio de la carretera internacional. 

Estamos conscientes de que, a lo mejor, estéticamente la norma no tiene una muy buena presentación, de manera que estamos haciendo esfuerzos, y así lo hemos dicho en la Comisión de Hacienda, para encontrar alguna mejor expresión en el Senado para cautelar que una parte de los funcionarios que se desempeñan en esas zonas fronterizas puedan obtener este beneficio. 

También hemos repuesto la indicación en la Comisión de Hacienda, porque nos parece que las que fueron aprobadas por la Comisión de Trabajo, al constituir un gasto adicional para el Estado, más bien corresponden a iniciativa del Poder Ejecutivo y no pueden ser de origen parlamentario.

Con esto vamos a lograr que el conjunto de servidores públicos tengan una asignación de modernización que, de paso, favorecerá su gestión pública.

Muchas gracias.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Manuel Bustos.

El señor BUSTOS (don Manuel).- Señor Presidente, nos enfrentamos a un proyecto satisfactorio para una parte de los funcionarios que reclaman un mejor derecho a este aumento por la vía de la asignación de modernización; pero no puedo dejar de sentir una cierta presión, porque si rechazáramos el proyecto, perjudicaríamos a otro sector que hace años viene luchando por mejores beneficios económicos.

Desde ese punto de vista, creo que el proyecto no es original, pues debería dejar nítidamente establecido quienes serán los beneficiados.

El personal de Aeronáutica estima que hay algunos errores y una situación que para ellos es grave: no son considerados claramente en la iniciativa.

No estoy de acuerdo con esa marginación, por mucho que me digan que el DFL Nº 2 les ha resuelto el problema, porque si ése fuese el caso, ¿por qué el propio Gobierno insinuó que podían figurar en este proyecto? Entonces, el error partió del Ejecutivo.

Pienso que es muy importante dejar constancia en la versión de esta sesión de la Cámara de un compromiso: que esta materia sea replanteada -como indicación- en la discusión del futuro reajuste del sector público.

Repito que hoy estamos enfrentados al hecho de que si rechazamos el proyecto vamos a perjudicar a funcionarios que han venido luchando hace años. Creo que este acuerdo data de 1997, si no me equivoco, fundamentalmente con Gendarmería, cuyos funcionarios son enormemente sacrificados y se los ha marginado por años. Es verdad que debido a una lucha de siete u ocho años sostenida por sus dirigentes han conseguido algunas mejoras, pero, en este momento, el proyecto representa algo muy querido y apetecido por ellos, e incluso están de acuerdo con la forma en que está planteado, más allá de los errores que pudiera tener.

Por lo tanto, creo que debiéramos demostrar nuestro inconformismo.

No estoy de acuerdo con las opiniones del subsecretario en el sentido de que todos los funcionarios están involucrados, porque no es así. Hay gente que no figura en esta iniciativa y no será beneficiada, lo cual no es correcto. No es bueno hacerlo de esa manera.

Entonces, lo único que se me ocurre es que una vez terminada la discusión y votación del proyecto, dejemos claramente establecido, al no encontrar el Gobierno una solución directa con los empleados de Aeronáutica, nuestro firme compromiso de volver a reiterar este tema en el futuro reajuste del sector público. No veo otra posibilidad.

Lamento que el Gobierno no haga las cosas bien. Es normal que un buen proyecto siempre tenga alguna "pifia" y deje a mucha gente esperando una solución, lo cual no es correcto ni bueno.

De todas maneras, por lo anteriormente expuesto, aprobaré el proyecto porque beneficia a funcionarios muy sacrificados y que han permanecido por años marginados de procesos de mejoramiento. Asimismo, que quede claro que éste no es el último mejoramiento para ellos. Debemos seguir luchando por que lleguen a niveles aceptables de remuneraciones por el riesgo que implica su función y por la necesidad de superar la calidad de vida a miles y miles de trabajadores que arriesgan sus vidas y que son importantes en el proceso que Chile vive hoy día.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Cerrado el debate.

Se llamará a los señores diputados para proceder a la votación acordada.

Se suspende la sesión.

-Transcurrido el tiempo de suspen-sión:

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se reanuda la sesión.

Tiene la palabra el señor Paya.

El señor PAYA.- Algo muy simple, señor Presidente.

Estuve algunos minutos ausente de la Sala, pero entiendo que había un acuerdo para votar a la una.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El acuerdo fue votar un cuarto para la una, pero como la discusión del proyecto terminó antes, hemos aplicado el Reglamento de la Corporación.

El señor PAYA.- Señor Presidente, como sé que hay más parlamentarios en el edificio, creo que sería conveniente esperar hasta un cuarto para la una y votar en ese momento, lo cual es prudente y no nos afecta en nada.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- De acuerdo con el Reglamento, se suspende la sesión por cinco minutos y se llamará a los señores diputados.

-Transcurrido el tiempo de suspen-sión:

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Se reanuda la sesión.

Corresponde votar en general el proyecto.

Hago presente que la votación en general comprende las indicaciones de la Comisión de Hacienda. Si así no fuere, se incurriría en un vicio de inconstitucionalidad que, en virtud de las disposiciones reglamentarias, la Mesa no puede admitir.

Tiene la palabra el Diputado señor Seguel, por una cuestión de Reglamento.

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, su Señoría ha sido muy claro y explícito en lo referente al Reglamento. La idea de la Comisión de Trabajo era dejar claramente establecido en el texto lo relativo a la ciudad de Antofagasta y a los trabajadores de la Dirección de Aeronáutica.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Queda establecido, pero no podemos acceder a lo solicitado por las razones expuestas.

En votación general el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado en general y en particular el proyecto, con las indicaciones mencionadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Ascencio, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Galilea (don José Antonio), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jeame Barrueto, Jiménez, Kuschel, Martínez (don Gutenberg), Melero, Monge, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Paya, Pollarolo (doña Fanny), Saa (doña María Antonieta), Salas, Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Valenzuela, Van Rysselberghe, Velasco y Villouta.

-Se abstuvo la Diputada señorita Sciaraffia (doña Antonella).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Despachado el proyecto.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a los proyectos de acuerdo.

La señora POLLAROLO (doña Fanny).- Pido la palabra, por una cuestión de Reglamento.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

La señora POLLAROLO (doña Fanny).- Señor Presidente, solicito que recabe la unanimidad de la Sala para tratar y votar el proyecto de acuerdo que se presentó ayer, con el objeto de continuar la investigación relacionada con el Convenio de Cooperación Financiera con Alemania para los retornados y solicitar al Gobierno que envíe un proyecto de ley que solucione definitivamente este gravísimo problema.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se acordará.

No hay acuerdo.

INVESTIGACIÓN POR LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA DE PRESUNTA VINCULACIÓN DEL INTENDENTE DE LA PRIMERA REGIÓN CON LA SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE LA ZONA FRANCA DE IQUIQUE. (Votación).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar por última vez el proyecto de acuerdo Nº 188, de la señora Rosa González y de los señores Orpis y Víctor Pérez, relativo a la petición de antecedentes sobre la Zofri.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 11 votos, por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- De acuerdo con el Reglamento, rechazado el proyecto de acuerdo.

DEMORA EN PUBLICACIÓN DE LISTAS DE SELECCIONADOS DE SUBSIDIO HABITACIONAL EN DÉCIMA REGIÓN.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 190, de la señora Rosa González y de los señores Alvarado, Dittborn, Leay, Rojas, Delmastro, Ulloa y Víctor Pérez.

"Considerando:

1. La casa propia es un anhelo de todos los chilenos. Para ello existen subsidios habitacionales con los que el Estado proporciona ayuda a quienes teniendo ahorro previo y reuniendo otros requisitos, postulan a este subsidio.

2. Que una vez cumplidos los requisitos necesarios y resultando elegido el postulante en las listas de selección publicadas por el Serviu, se está en condiciones plenas de acceder a la casa propia.

3. Que resultan inaceptables aquellos casos que estando construida la vivienda exista demora en la publicación de las listas de seleccionados.

4. Que la situación anterior se está dando actualmente en la Décima Región, en la que las viviendas fueron totalmente terminadas hace más de ocho meses y aún no se publican las listas de seleccionados, con lo que se está perjudicando a muchas personas que postularon al subsidio habitacional y hoy están enfrentados a una situación de incertidumbre.

Por tanto, la honorable Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar al señor Presidente de la República, para que informe a esta Cámara las razones por las cuales se ha demorado la publicación de las listas de seleccionados del subsidio habitacional en la Décima Región, situación que perjudica especialmente al Comité de Allegados de la población Quilacahuín de Osorno".

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el honorable Diputado señor Darío Paya.

El señor PAYA.- Señor Presidente, se está produciendo una situación injustificada, inaudita y que causa un perjuicio serio a pobladores de escasos recursos.

Personas que han postulado al subsidio habitacional, que han cumplido con las obligaciones que la ley les impone en esta materia, que tienen sus ahorros, cumplen con los puntajes y están a la espera de la entrega de las viviendas, se encuentran con la insólita situación de que, estando efectuadas todas las obras, construidas las viviendas y en condiciones de ser habitadas, no han sido publicadas las listas de seleccionados para hacer efectivos sus subsidios habitacionales.

No tengo relación directa con la Décima Región, pero intervengo en este proyecto de acuerdo porque sería un precedente gravísimo que esta situación se repitiera, es decir, que encontrándose hecho el esfuerzo por parte de las familias y construidas las casas, no se publique la lista de seleccionados y, por tanto, este proceso tan importante, que apunta a un fin tan sentido y querido por familias de escasos recursos y de clase media del país, no se concrete.

De manera que al apoyar este proyecto de acuerdo para solicitar al Presidente de la República que ordene informar las razones -que entendemos que deben ser muy excepcionales- por las cuales se ha demorado la publicación de las referidas listas, situación que afecta específicamente al Comité de Allegados de la población de Quilacahuín, de Osorno, lo hacemos porque creemos importante que se aclare si existe algún motivo muy excepcional que justifique la tardanza; de lo contrario, con nuestro silencio o inacción estaríamos avalando una situación que puede causar grave daño al sistema de subsidio habitacional y perpetuar los efectos que esta demora está provocando.

Por lo tanto, solicitamos a los diputados que aprueben el proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 11 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- No hay quórum. Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 10 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Por no haberse reunido el quórum requerido, se llamará a los señores diputados por cinco minutos.

-Transcurrido el tiempo reglamentario:

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se reanuda la sesión.

En votación el proyecto de acuerdo.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 7 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- No hay quórum. La votación de este proyecto de acuerdo queda pendiente para la próxima sesión.

El señor PAYA.- Solicito la palabra para plantear un asunto reglamentario.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor PAYA.- Tengo la impresión de que todavía resta tiempo para tratar proyectos de acuerdo.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- La última modificación al Reglamento señala que luego de realizar la votación de un proyecto de acuerdo en tres oportunidades, se pone término a esta parte de la sesión, aunque sólo hayan transcurrido dos o tres minutos.

 

 

VII. INCIDENTES

IGUALDAD CONSTITUCIONAL ENTRE HOMBRES Y MUJERES.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En Incidentes, el primer turno le corresponde al Comité del Partido Socialista, el cual cedió su tiempo al Comité del Partido por la Democracia.

Por lo tanto, tiene la palabra la Diputada señora María Antonieta Saa.

La señora SAA (doña María Antonieta).- Quiero referirme a un tema que, a mí y a muchos sectores de la ciudadanía nos ha causado mucha preocupación, cual es la negativa o renuencia de algunos senadores en dar curso y apoyar las modificaciones constitucionales a los artículos 1º y 19 de nuestra Constitución, en relación con la igualdad entre mujeres y hombres de nuestro país.

Se ha dicho que la modificación del artículo 1º es trivial, por cuanto se señala que la palabra "hombre" encierra al género humano. Es cierto que esa acepción figura en el diccionario; pero como el lenguaje es una construcción humana y refleja una concepción de vida, va cambiando. El uso va construyendo el lenguaje.

Para la mayoría de los ciudadanos está claro que el vocablo "hombre" no significa "mujer" ni tiene ese alcance. Por lo menos, muchas mujeres no nos sentimos identificadas con este término. Por eso es fundamental que la Constitución, que refleja el sentir de la ciudadanía y es el marco jurídico general, recoja el concepto "Los hombres y las mujeres nacen libres e iguales en dignidad y derechos".

Hace algunos años, cuando la palabra "hombre" estaba en nuestra Constitución y había menos dudas sobre su significado, era obvio que no abarcaba a las mujeres, ya que éstas no tenían derecho a voto, aunque la Carta hablaba de la igualdad de los "hombres", concebido, como dicen algunos senadores, como "género humano". Sin embargo, hace sólo 50 años, las mujeres tuvieron que dar enormes luchas para ser ciudadanas, derecho que han ejercido durante escasos 33 años, porque en este país nadie fue ciudadano en un lapso de 17 años.

También quiero expresar mi inquietud por algunos argumentos surgidos respecto de la inclusión de la palabra "mujeres" en el artículo 19 de la Constitución, en relación con el concepto de que "hombres y mujeres son iguales ante la ley".

Algunas interpretaciones señalan que esto significaría que las leyes de protección a la maternidad quedarían obsoletas, porque no habría igualdad de los hombres ante la ley. Debo señalar que si esto es así, aunque no lo creo, es muy importante que la maternidad sea reconocida como un acto social, porque si bien es propia de cada mujer, el cuidado de los niños es obviamente una responsabilidad social.

Por lo tanto, anuncio que presentaré un proyecto de modificación constitucional que incluya la maternidad, la crianza y el cuidado de los niños como una responsabilidad social y no sólo de las mujeres.

El hecho de que haya igualdad ante la ley, pone en evidencia la circunstancia de que en algunas leyes no exista igualdad para las mujeres, situación que habría que cambiar. Por ejemplo, en la sociedad conyugal, donde el jefe es el varón, el marido, no hay igualdad de derechos respecto de la administración del patrimonio. Además, hace poco tiempo se aprobó, tanto en el Senado como en la Cámara, otra desigualdad, que es la patria potestad, o sea, el poder legal sobre los hijos, derecho que no es ejercido en forma conjunta por el padre y la madre, sino sólo del padre y, en subsidio, en ausencia de él, por la madre. En ese sentido, deberemos revisar en esta disposición la igualdad ante la ley.

En todo caso, no es una reforma trivial, ya que expresa una concepción de mundo, fundamental en nuestra Constitución, que contribuirá a forjar esta igualdad, no automáticamente, porque nadie es tan limitado como para creer que esto cambiará la situación de discriminación; pero será un marco jurídico que posibilitará un respeto de la ciudadanía chilena en cuanto a la igualdad entre hombres y mujeres.

He dicho.

INFORMACIÓN SOBRE FINANCIAMIENTO DEL METRO. Oficios.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado don Víctor Jeame Barrueto.

El señor JEAME BARRUETO.- Señor Presidente, durante la última semana hemos escuchado un debate entre parlamentarios de Santiago sobre el lugar de la capital en que se construirá la nueva línea del Metro. Algunos hablaban de Recoleta y otros de Maipú, dando como un hecho consumado la ejecución de esta obra.

¿Quién ha discutido esto o establecido que es prioritario, desde el punto de vista del uso de los recursos públicos, construir un nuevo Metro en la capital? ¿Por qué no modernizar efectivamente el servicio de Ferrocarriles entre Santiago y Puerto Montt?

Estamos cansados de que se sigan tomando decisiones que apuntan a seguir concentrando recursos en la Región Metropolitana.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Discúlpeme por interrumpirlo, pero debo cumplir estrictamente con el Reglamento.

Se cumplieron los 5 y medio minutos del Comité Socialista, y como el tiempo correspondiente al Comité del Partido por la Democracia figura en último lugar, su Señoría tendría que esperar que interviniera el resto de los señores diputados inscritos.

El señor JEAME BARRUETO.- Sólo necesito que me conceda un minuto para terminar mi planteamiento.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para concedérselo?

Acordado.

Puede continuar su Señoría.

El señor JEAME BARRUETO.- Señor Presidente, exijo que se discuta el tema de a quién se subsidia y favorece en el país, porque la inversión en el Metro es alta y sostenida y todo demuestra que el país ha estado subsidiando las líneas del Metro en Santiago por la vía de un sistema de descuento por depreciación, el cual es erróneo ya que no muestra su verdadero costo operacional. De hecho, se autofinancian los costos de operación, pero no el de capital. Prueba de ello es que en la mayor parte de los Metros del mundo el valor del pasaje es de un dólar y medio, en circunstancias de que en Chile se está cobrando medio dólar. ¿Quién paga esa diferencia?

No digo que no se construyan líneas del Metro en Santiago, pero que los usuarios paguen lo que realmente cuesta el pasaje. ¿Por qué el país, con antelación, debe tomar la decisión de que corresponde subsidiar al Metro que, en el caso de la línea 5, cuyo costo que era de 221 millones de dólares en 1992, se elevó a 484 millones de dólares en 1995? ¿De dónde salen los recursos? ¿Por qué, en vez de extender el recorrido del Metro, no se cumple el compromiso que se tomó en el Congreso Nacional para modernizar Ferrocarriles, lo que no ha sucedido? Así tendríamos una buena línea férrea y un servicio de ferrocarril, que en parte no existe, entre Santiago y Puerto Montt?

Por estas razones, solicito oficiar a los señores Ministros de Hacienda, de Obras Públicas y de Transportes para que respondan de qué manera se calcula el financiamiento de las líneas del Metro y cuál es el sistema de depreciación que se está utilizando, a fin de que tengamos antecedentes sobre el costo real del subsidio que pagan todos los chilenos por el Metro de la Región Metropolitana.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se despacharán los oficios a los Ministros mencionados, a los que se agregará el texto de su intervención para mejor comprensión, con la adhesión de los parlamentarios que así lo están manifestando.

HOMENAJE AL EX PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DON EDUARDO FREI MONTALVA.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno siguiente, correspondiente al Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado señor Sergio Velasco.

El señor VELASCO (de pie).- Señor Presidente, honorable Cámara, quiero agradecer la oportunidad que se me da a fin de intervenir esta tarde, para rendir, en nombre de la bancada democratacristiana, un merecido y sentido homenaje a un hombre bueno que, para nosotros, es de suma importancia. Mañana se cumple un aniversario más del deceso de un político que desempeñó los cargos de diputado, de senador y de Presidente de la República de Chile, que tuvo gran trascendencia y que fue conocido en América y en el mundo por ser un demócrata. Me refiero a don Eduardo Frei Montalva.

Eduardo Frei fue un típico exponente de aquellos seres humanos que nacen en la modestia e, incluso, en la escasez de los medios materiales, pero que recibe de sus padres una formación asentada en valores cristianos.

Nació el 16 de enero de 1911, en Santiago. Realizó sus estudios primarios en una escuela pública de Lontué; la enseñanza secundaria, en el Instituto de Humanidades, y se recibió de abogado en la Universidad Católica de Chile, la que le confirió el Gran Premio de Honor, que se otorga sólo excepcionalmente a los alumnos brillantes y de actuación universitaria ejemplar.

En 1934, viajó a Roma al Congreso Mundial de Juventudes Católicas "Pax Romana", en representación de Chile, ocasión en la que se empezaron a reconocer sus dotes de conductor, por lo cual se le designó para ocupar el más alto cargo, el de Secretario General.

A su regreso a Chile, comenzó a tener participación activa en política, junto a quienes serían los fundadores de la Falange Nacional, movimiento juvenil nacido dentro del Partido Conservador, en el que, con un pequeño puñado de jóvenes, como Bernardo Leighton y Manuel Garretón, se lanzó en un reto abierto para transformar las estructuras sociales y económicas, a fin de hacer realidad los valores contenidos en la llamada Doctrina Social de la Iglesia, situación que, en un comienzo, provoca un falso escándalo en quienes no querían mirar al futuro, sino conservar el pasado.

Influyeron en su vida personas como Jacques Maritain, a quien conoció personalmente en París en los años 30, y Giovanni Papini, además de los planteamientos de la Iglesia Católica.

No sólo hizo política, sino que don Eduardo Frei también escribió impactantes columnas en el Diario Ilustrado, utilizando ese medio para dar a conocer el contenido del mensaje humanista cristiano, que tanta falta nos hacía en ese tiempo.

A los 23 años, una empresa bancaria le ofreció uno de sus más altos cargos ejecutivos. Sin embargo, este hombre optó por trasladarse a Iquique para dirigir un diario y empezar a conocer el país desde el norte.

En 1945, Eduardo Frei fue designado Ministro de Obras Públicas. Menos de diez meses permaneció en el cargo, período en el que dejó en marcha importantes obras, como la construcción del camino de Santiago a La Serena, y en mi distrito de San Antonio, su mano, su acción, su voluntad y su disposición quedaron clavadas en la proyección de muchas obras de infraestructura, especialmente las portuarias.

Frei renunció al cargo como protesta por la violencia innecesaria de las fuerzas policiales contra manifestantes opositores al gobierno de aquel entonces, en la Plaza Bulnes, en la que resultaron muertas seis personas, dando con ello una gran lección de ética y moral en el desempeño del servicio público a las generaciones que lo sucedieron y las que vendrán.

Luego, don Eduardo Frei fundó su amado partido: la Democracia Cristiana chilena, la que en 1958 lo nominó candidato a la Presidencia de la República, cargo que sólo alcanzó en 1964, al ser elegido con la mayoría absoluta, obteniendo 300 mil votos más que la suma total de los otros dos postulantes. Él inició la "Revolución en libertad".

En el gobierno de Eduardo Frei son muchos los logros que se pueden destacar, por ejemplo, sacar del analfabetismo a cerca de medio millón de personas; la importancia que alcanzó Chile en el mundo y, por supuesto, también en América; los avances en el campo de las relaciones internacionales; la reforma agraria; la reforma educacional, y, sobre todo, la promoción popular.

Al término de su gobierno, le hicieron proposiciones para impedir que su Excelencia el Presidente Salvador Allende asumiera el Gobierno, como la operación "Gambito", las que fueron rechazadas, según lo demuestran los hechos y el propio Presidente Frei Montalva.

Fue un hombre realmente extraordinario. Si me lo permiten, quiero recordar no sólo al político ilustre, excepcional, que la Democracia Cristiana le regaló a Chile, sino también al hombre que adoró a su madre y admiró a su padre; al niño que vivía en la modestia, casi en la pobreza, que para asistir a la escuela pública donde estudiaba tenía un solo traje y un par de zapatos. El joven Frei, atraído por el fútbol, logró ser capitán de su equipo, y, por el estudio, el mejor alumno de su curso. Ese mismo joven, un poco tímido, tuvo un largo pololeo, de casi siete años, antes de casarse con su esposa, doña Maruja Ruiz-Tagle, la mujer que lo acompañó desde antes que se recibiera de abogado y que logró, según dijo él mismo, "dignidad, tranquilidad, alegría y gran eficiencia en su casa junto a sus hijos, que eran su alegría y orgullo".

El Cardenal Raúl Silva Henríquez, en su homilía de despedida, lo definió como "un político y un demócrata ejemplar".

Por cierto, la cultura también lo despidió con los versos de Nicanor Parra:

"Eduardo Frei, Eduardo Frei,

todo Chile te llora consternado

que de tus cenizas brote la luz

y la reconciliación de la familia chilena".

Señor Presidente, honorable Cámara, éste es un homenaje muy modesto de la bancada democratacristiana a un hombre y a un Presidente de Chile.

Solicito que se envíe copia de este modesto homenaje a ese gran hombre chileno, a su hijo, el actual Presidente de Chile, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se procederá como lo pide su Señoría, con la adhesión de los parlamentarios que lo indican, de lo cual la Mesa ha tomado debida nota.

PETICIÓN DE MEDIDAS PARA IMPEDIR LA REALIZACIÓN DE CONGRESO NACIONALSOCIALISTA. Oficio.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo correspondiente al Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el honorable Diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, se ha informado, a través de los medios de comunicación locales de Osorno, de la visita que realizaron a esa ciudad dos de los grandes líderes del nacionalsocialismo de nuestro país, con el objeto de tomar contacto con los adherentes al movimiento, reclutar nazis y comenzar a estructurar lo que será el primer congreso ideológico nacionalsocialista que se realizará en Chile, en abril del próximo año, en la ciudad de Santiago.

Las informaciones señalan que esos líderes han expresado que les fue más que bien en esa provincia, que tiene una historia de larga data en cuanto al nacionalsocialismo, ya que hay gente que simpatiza con sus ideas. 

No es muy grato ese privilegio para nuestra provincia. Considero que no es una gran virtud para aquellos que pudieran abrazar esa ideología y contribuir de esa manera a que resurja tal movimiento. La información, en títulos de portada de un diario, a todo espacio, nos habla de un movimiento creciente en la zona. Sin duda, esto debe intranquilizarnos y preocuparnos. Sabemos de los efectos dramáticos de esa corriente ideológica, que se impuso en un momento histórico y originó una guerra mundial donde se cometieron los más brutales y salvajes genocidios que se conozcan en la historia de la humanidad; que concretó sus políticas a través del odio, de la discriminación racial, cultural y política; que es antidemocrática y absolutamente discrepante con nuestra forma de vida, con nuestros principios jurídicos y políticos, y que es un movimiento que contrasta abiertamente con todas las normas, instituciones y posiciones constitucionales en materia de derechos humanos.

Quiero denunciar esta organización por la peligrosidad que significa, porque los intentos de reorganizar o de resurgir su ideología son una mala señal para nuestra convivencia nacional. Uno de sus líderes, que estudiaba periodismo en la universidad de Las Condes, declara que fue expulsado de ese centro de estudios por sus ideas y, con el objeto de entusiasmar a la gente y de matizar con algunas circunstancias que pudieran significar un atractivo, habla que dentro del equipo de trabajo habría profesionales, obreros y mapuches. No puede haber mapuches, puesto que una de las bases filosóficas de ese movimiento es la discriminación racial, por lo cual uno de sus grandes crímenes fue atentar en el pasado contra un sector social de Europa.

Todo esto me lleva a solicitar al Gobierno que adopte las medidas necesarias para impedir el resurgimiento de esa ideología y la realización del anunciado congreso, de modo que no germine una tendencia que destruye más que construye y que no está de acuerdo con nuestra idiosincrasia.

Pido que se envíe un oficio al Ministerio del Interior, a fin de que informe si ha recibido alguna petición de esa organización en el sentido de que la autorice para realizar el referido congreso. En caso contrario, me gustaría conocer si tiene informaciones extraoficiales al respecto y su posición sobre dicho congreso.

Por otro lado, quiero recordar que en una oportunidad un grupo de diputados presentó un proyecto de acuerdo en esta Cámara, que fue aprobado por mayoría, donde se hacía presente esta situación e inquietud. Me gustaría que se individualizara esa iniciativa en los archivos de la Corporación, para recabar la información del caso al Ministerio correspondiente, con el objeto de conocer la respuesta que envió a esta Cámara.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría al señor Ministro del Interior, con la adhesión de los parlamentarios respecto de los cuales la Mesa ha tomado debida nota.

TRASLADO DE COMUNIDAD HUENTELÉN A SELVA OSCURA, EN COMUNA DE VICTORIA.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el honorable Diputado señor Edmundo Villouta.

Quedan exactamente tres minutos y treinta segundos para poner término al tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano.

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, hemos tenido conocimiento de algunas críticas que se hacen a la labor de la Conadi, institución que se creó durante el gobierno del Presidente Aylwin y que, por ser nueva y trabajar en un tema que no se conocía antes, ha tenido diversas dificultades. En este último tiempo, se ha logrado revertir esa situación y hoy quiero señalar un hecho que me parece muy interesante que sea conocido por los habitantes de nuestra patria, muy especialmente por la etnia mapuche.

En estos días, terminó la adquisición de un terreno para la comunidad huentelén, de Collipulli, que presenta una característica muy especial. Es una de las iniciativas que en su oportunidad se aprobó en vista de las dificultades que había para concretar las aspiraciones de los mapuches que reclaman falta de tierras para poder subsistir en forma digna.

Gran parte de esa comunidad, compuesta de 22 familias de Collipulli, se irá a vivir a Selva Oscura, comuna de Victoria, porque allí se compraron las 303 hectáreas.

En el cumplimiento de su tarea de solucionar los problemas relacionados con la tierra, la Conadi se encuentra con muchas dificultades para concretar esas aspiraciones, porque los dueños de las propiedades vecinas no quieren vender o lo están haciendo a precios demasiado caros, aprovechándose de la necesidad y de la urgencia que reclaman las comunidades para dicha solución.

De manera que felicito a la comunidad Huentelén y espero que el programa sea un éxito, a fin de que su aplicación también sea factible en otras situaciones similares.

Por otra parte, esta semana se efectuó en Angol una reunión entre la Corporación Chilena de la Madera, Corma, y la Subdirección Nacional de la Conadi, en la que, por primera vez, hubo una conversación amplia, completa, con muchos informes y otros documentos. Allí se dio a conocer la acción desarrollada por sus representantes, relacionada con la política de buenas relaciones que la Corma desea comenzar con los vecinos para terminar con la quema de camiones, robos, accidentes, siniestros provocados a personeros de las brigadas forestales, etcétera.

Deseo un auspicioso resultado a esta primera reunión y, ojalá, se repita en el futuro.

He dicho.

ACLARACIÓN SOBRE TRAMITACIÓN DEL TRATADO DE CAMPO DE HIELO SUR. Oficio.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité del Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Diputado señor Carlos Vilches.

El señor VILCHES.- Señor Presidente, entre las herramientas con que contamos los diputados para nuestro trabajo, los seguimientos de prensa constituyen un valioso apoyo para informarnos de manera más rápida y eficiente.

Al revisar el resumen de la prensa nacional, encontré el editorial de un prestigioso diario, como es "El Mercurio" de Santiago, titulado "Campo de Hielo Sur", el que, a mi juicio, requiere de una aclaración, porque la opinión pública nacional debe ser bien informada.

Textualmente, dice: "La aprobación del Tratado de Campo de Hielo Sur en la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado es un paso fundamental en el proceso de consolidación del nuevo acuerdo con Argentina destinado a precisar el límite fronterizo entre ambos países desde el monte Fitz Roy hasta el cerro Daudet. Este acuerdo, que soluciona en parte el diferendo limítrofe austral, ha quedado en condiciones de ser aprobado por la Sala del Senado en marzo próximo, cuando se reanuden las tareas legislativas. En caso de ser favorable su votación, habrá concluido un largo y complejo proceso de negociación iniciado con Argentina en 1991 bajo la administración del Presidente Aylwin".

A mi modo de ver, se debe corregir la parte que dice "habrá concluido un largo y complejo proceso de negociación...". Cabe hacer presente que el Congreso Nacional está compuesto por dos cámaras y que este tratado ingresó a la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado, la que debe pronunciarse en marzo. De ser aprobado por la Sala, el trámite siguiente es su ingreso a la Cámara de Diputados, para que lo trate la Comisión de Relaciones Exteriores y, con posterioridad, su Sala.

El editorial abunda en mayores antecedentes fidedignos, que comparto; pero creo necesario aclarar el trámite íntegro que debe llevarse a cabo en el Congreso Nacional, a fin de que la opinión pública esté bien informada.

Por eso, solicito enviar oficio al director de "El Mercurio" de Santiago, con mi intervención, a fin de corregir lo señalado.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con copia de su intervención.

IRREGULARIDADES EN OBRAS DE REGADÍO EN MALLECO.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno correspondiente al Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Diputado señor Luis Monge.

El señor MONGE.- Señor Presidente, en esta oportunidad, quiero referirme a dos temas muy sensibles para la provincia de Malleco: a la situación de las obras de regadío, por su incidencia en la sequía más fuerte del siglo, que afecta en forma inclemente a los sectores campesinos, y al clima de violencia desatado por activistas de la causa indígena.

En cuanto al primer tema, relativo a las denuncias formuladas ante las autoridades, los servicios pertinentes y la opinión pública, me preocupa la constatación del fracaso o de irregularidades en muchas obras de riego campesino de la provincia. Por lo que me han contado algunos colegas parlamentarios, también representantes de zonas campesinas, presumo que la situación es un hecho generalizado, al cual se debe poner término.

Como Cámara, nos corresponde fiscalizar la adecuada inversión de los fondos públicos. Me refiero a una serie de proyectos, del orden de las diez mil unidades de fomento, que no cumplen la función para la cual fueron diseñados. Se han gastado sumas considerables en estudios, alrededor de setenta u ochenta millones de pesos, y se han ejecutado estudios en forma deficiente, que muchas veces desafían las leyes básicas de la hidráulica y de la gravedad. Hoy, lo que era una esperanza para el mundo campesino, se ha transformado en una verdadera frustración.

Tengo en mi poder -y le consta al ministro del ramo- mandatos recibidos de todas las organizaciones de regantes que demuestran palmariamente las irregularidades denunciadas. Se repiten los nombres de las empresas contratistas y las deficiencias en la ejecución de los proyectos, que muchas veces los propios regantes desconocen. A mi juicio, es responsabilidad de todos los chilenos hacer una evaluación seria y responsable de cada una de esas obras.

Los proyectos, suplementados con platas obtenidas de otros fondos públicos, para mejorar o suplir algunas de esas deficiencias, han tenido resultados negativos. Me atrevo a asegurar que no más del 8 por ciento de los beneficiarios cuenta con una superficie de riego operante.

Muchos proyectos han sido diseñados sobre la base del uso de riego mecánico, en circunstancias de que era perfectamente posible desarrollar un proyecto de tipo gravitacional, y hoy están paralizados. Los campesinos no pueden aprovechar sus aguas de regadío, porque carecen de medios para pagar la energía necesaria para hacer funcionar las bombas.

Ojalá que en el futuro no sigamos haciéndonos cómplices de situaciones similares, que sólo llevan desesperanza a un sector muy complicado y comprometido por la situación económica que vive la agricultura tradicional.

He presentado hoy un proyecto de acuerdo para que se constituya -a la vuelta del receso parlamentario- una comisión investigadora sobre la materia, para entregar al campesinado una evaluación seria e independiente y proponer las correcciones que se requieran, sobre todo si se considera que, en virtud de los últimos acuerdos entre el Parlamento y el Ejecutivo, los fondos para tales proyectos serán incrementados considerablemente.

Por eso, solicito a los colegas parlamentarios que lo apoyen, para que, mediante una comisión investigadora de las obras de riego campesino, se dé transparencia a un tema tan sensible como es la aplicación de los fondos. 

INEFICIENCIA DE AUTORIDADES PARA ABORDAR EL PROBLEMA DE LA TITULARIDAD DE LA TIERRA EN MALLECO.

El señor MONGE.- Señor Presidente, en segundo lugar, quiero referirme a la violencia en torno a algunas comunidades mapuches en Malleco, que ha llevado a varios enfrentamientos, y respecto de la cual el Gobierno, a mi juicio, no ha utilizado las herramientas legales y constitucionales de que dispone.

En bienes nacionales de uso público, como son los caminos, muchos viandantes han sido interceptados por grupos de activistas, algunos encapuchados, lo que hace sospechar que son foráneos. Importantes sectores viven en permanente zozobra, con amenaza de ocupaciones ilegales o de explotación de sus bosques. La autoridad no debe entregar su rol de defensor del derecho de propiedad a los particulares.

Son gravitantes las deficiencias de la Conadi, organismo creado por consenso de todos los sectores políticos para abordar los problemas de pobreza y de tierra de las comunidades mapuches. 

Se han detectado serias irregularidades. El colega Villouta se refirió, hace poco, a la adquisición de tierras. La situación no es así. No es efectivo que los propietarios suban artificialmente los precios, sino que hay un verdadero tráfico por parte de personas allegadas a los círculos de poder de la Conadi, las que los han subido de esa manera.

Agentes de bienes raíces, abogados, etcétera, han lucrado con este hecho. En lugar de los precios de mercado de la zona, en muchos casos se ha pagado hasta ocho veces esos valores. Lo grave es que tales compras han sido aprobadas por el consejo de la Conadi, sin siquiera tener una tasación de referencia, como lo hizo hasta hace un tiempo el Banco del Estado.

Además, en esas tierras se ha radicado a personas que provienen de más de 200 kilómetros de distancia y no tienen arraigo, aunque son de extracción mapuche. Se las ha ubicado en ellas, pero son ajenas al entorno, lo que ha causado zozobra en las comunidades colindantes.

En muchos casos, además, la compra de tierras ha creado divisiones y odiosidades entre los propios mapuches.

Quiero hacer resaltar que, como Cámara, tenemos una cuota de responsabilidad y de complicidad en estas irregularidades. La comisión que designó la Sala para investigarlas, que preside el Diputado Eugenio Tuma, no ha sesionado en dos meses. Hace bastante tiempo que debió haber entregado el informe con las conclusiones. 

Otra forma de irregularidad es la utilización de fondos destinados al pueblo mapuche en la preparación de activistas políticos para la candidatura del señor Ricardo Lagos. Esta situación fue denunciada en su oportunidad, con los antecedentes del caso, pero hasta hoy no ha habido respuesta. 

Es inaceptable que dineros destinados al sector más vulnerable del país, sean invertidos con fines absolutamente ajenos al espíritu que nos llevó a apoyar la creación de la Conadi. Con motivo de la discusión de los diferentes proyectos de presupuestos, todos hemos concurrido con nuestros votos para que se aborde y se arregle, de una vez por todas, la problemática mapuche, que incluye sus tierras y otras necesidades. 

Manifiesto mi molestia y preocupación por la falta de acción de esa comisión. Pensábamos que a partir de marzo del año pasado habría aires de cambio en la Conadi, para que volviera a su concepción primitiva, pero no ha sido así. 

En consecuencia, formulo votos para que la autoridad actúe y cumpla con su deber en lo que se refiere a la situación de las comunidades mapuches.

He dicho. 

EFICIENCIA DE LA ACCIÓN POLICIAL Y DE LA JUSTICIA EN POBLACIONES DEL DISTRITO Nº 28.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Restan tres minutos y medio al Comité de la UDI.

Tiene la palabra el Diputado señor Paya.

El señor PAYA.- Señor Presidente, con antecedentes, he podido constatar la eficacia de la acción policial y de la justicia en el distrito Nº 28, que tengo el honor de representar. 

Con la ayuda de alumnos de la Universidad Católica, se hizo un seguimiento de alrededor de 800 causas criminales originadas en denuncias, correspondientes a la población "José María Caro", cuyo territorio comparten las comunas de Lo Espejo y de Pedro Aguirre Cerda. Su objetivo fue determinar el porcentaje real de eficacia de la acción policial y de la justicia.

Primeramente, se definió que por justicia perfecta debiera entenderse aquélla en que cada vez que se comete un delito, es denunciado -por gente que cree que vale la pena hacerlo porque la policía y la justicia cumplirán su labor-; luego, investigado con éxito y sus autores aprehendidos, procesados y condenados por los tribunales; éstos, finalmente, aplican la pena promedio que el Código Penal establece para ese caso.

Digo "promedio", porque, como se sabe, nuestra legislación, para cada delito, establece un rango de penas. Por lo tanto, para los efectos de hacer este índice de eficiencia, se tomó una pena promedio. 

Según los antecedentes, la eficiencia de la acción de la policía y de la justicia, en el sector mencionado, es de 0,16 por ciento. ¿Por qué? Porque gran parte de los delitos no se denuncian, simplemente porque la gente no confía en el sistema. 

Dejo constancia de que en la investigación se excluyeron las riñas, en que no se puede presuponer la acción de delincuentes habituales, y las estafas, que son absolutamente excepcionales en cuanto a las denun-cias que se realizan en ese sector de Santiago. Sólo se consideraron los delitos que afectan directamente la propiedad o la integridad física de las personas, vale decir, los asaltos en hogares y en la vía pública.

Son muy pocos los delitos que se denuncian; de ellos, los que se persiguen con éxito son una fracción menor, y, lo que es más grave, los tribunales, incluso en presencia del inculpado, terminan aplicando penas absolutamente irrisorias, las que se profundizan en su gravedad por el hecho de que, una vez condenadas estas personas, por la vía de beneficios carcelarios de Gendarmería, recuperan su libertad en una fracción del tiempo que el tribunal le había aplicado, cuando excepcionalmente logró condenar a alguien.

En momentos en que se anuncian planes contra la delincuencia y acciones a futuro para mejorar los niveles de seguridad de nuestro país, quiero dejar constancia de que la realidad en el sector que represento no excede ni siquiera el uno por ciento de la justicia con que nuestras leyes y nuestras autoridades dicen proveer a la población del país.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Por haberse cumplido con el objeto de la sesión, se levanta. 

-Se levantó la sesión a las 13.52 horas.

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

